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La presente investigación denominada “Responsabilidad del Estado Colombiano Frente a las 
Desapariciones Extrajudiciales (Falsos Positivos)” trata un delicado tema en materia contenciosa 
administrativa. Implica nada menos que la responsabilidad del Estado colombiano, frente a las 
ejecuciones extrajudiciales perpetradas por miembros de la fuerza pública, en desarrollo de 
operaciones militares o de policía, donde se retiene, se secuestra y luego se le da de baja a personas 
inocentes, para luego hacer aparecer sus cadáveres como si fueran bajas en combate o producto 
de delincuencia común. Es un fenómeno tan sensible que ha atraído desde hace años la atención 
de la comunidad internacional, en especial organismos de derechos humanos y de derecho 
internacional humanitario, lo cual ha replicado en sanciones contra el Estado por desatender sus 
obligaciones de protección a la honra, vida y bienes y dignidad de los colombianos. 
En el abordaje de la temática, se escogieron como ejes temáticos en el primer capítulo el 
conflicto armado y las desapariciones extrajudiciales denominadas “falsos positivos”, 
refiriéndose a la historia del conflicto armado, a una definición de falso positivos, este como 
delito, su papel en la violencia en Colombia, algunas cifras estadísticas y la reseña de sonados 
casos en la materia, en el segundo capítulo se examina la responsabilidad del estado en las 
desapariciones extrajudiciales, desde el punto de vista extracontractual , cual es la Posición 
doctrinal, como se maneja la jurisprudencia Constitucional, del Consejo de Estado y la 
jurisprudencia internacional, especialmente en lo que atañe a los criterios de imputación de 
responsabilidad. 
 
Teniendo como premisa la temática propuesta, se busca saber ¿de qué forma opera la 
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responsabilidad del estado colombiano frente a las desapariciones extrajudiciales (falsos 
positivos)? En ese sentido, no se puede desviar el estudio del objetivo principal que se finca en 
analizar la responsabilidad del estado colombiano frente a las desapariciones extrajudiciales 
(Falsos Positivos) del cual se desprenden como objetivos específicos hacer una reseña del 
conflicto armado y las desapariciones extrajudiciales denominadas “falsos positivos” en 
Colombia y posteriormente examinar el régimen de responsabilidad del Estado en las 
desapariciones extrajudiciales. 
 
Desde el plano metodológico se recurrió al método de la investigación analítica, que implica 
el examen de la responsabilidad del Estado colombiano, por la conducta de sus servidores 
estatales militares en la comisión del delito conocido coloquialmente como falsos positivos, que 
se refiere a la desaparición, secuestro y posterior muerte de personas inocentes, las cuales hacían 
pasar como delincuentes o subversivos. Se realizó una investigación jurídica bibliográfica, que 
empleó el método científico, con el cual se procuró examinar detenidamente las variables 
interactuantes, esto es, la responsabilidad estatal frente a hechos delictivos de falsos positivos. 
 
Se empleó como método de trabajo el analítico, ya que era necesario dividir el todo en sus 
partes, mediante un adecuado proceso cognitivo, examinando por separado el sistema de 
responsabilidad estatal en Colombia y los conceptos, fundamentos y consecuencias de la 
conducta denominada falsos positivos, concluyendo con una propuesta de solución dentro del 
sistema jurídico colombiano, en la rama del derecho administrativo. 
De este modo, se utilizaron como técnicas e Instrumentos de Investigación, las fuentes de 
información secundaria, consistentes en la información escrita que contenga el tema investigado, 
y que se encuentra disponible en medios impresos, físicos y virtuales, tomando como población 
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y muestra los herederos de las víctimas de falsos positivos, los funcionarios judiciales y 
administrativos, los servidores gubernamentales señalados de ser responsables de estos hechos 
delictivos, y toda aquella persona que tenga injerencia en el tema. En este orden de ideas, se espera 
que esta investigación se logre identificar si el estado colombiano es o no responsable de las 
desapariciones extrajudiciales (falsos positivos). 
 
En adelante, en este estudio en el desarrollo del primer capítulo, en primer lugar, se indagará 
sobre el conflicto armado y las desapariciones extrajudiciales o los llamados falsos positivos, se 
definirán los conceptos, se hará una reseña de estos dos temas. Por consiguiente, se justificará 
con cifras exactas según las fuentes consultadas sobre los falsos positivos en Colombia. En el 
segundo capítulo, se tratará de identificar la responsabilidad administrativa del Estado en las 
desapariciones extrajudiciales, donde a través de leyes y sentencias relacionadas con el tema en 
estudio, se justificará jurídicamente el tema de investigación. Terminando así, en el 
planteamiento de conclusiones que deja este estudio. 
1 El Conflicto Armado y las Desapariciones Extrajudiciales Denominadas: 
“Falsos Positivos” 
1.1 Concepto y Generalidades del Conflicto Armado 
 
Para efectos de precisar en qué consiste el conflicto armado en Colombia, es viable traer a 
colación la definición legal que en tal sentido trae un organismo internacional que a través de la 
historia ha hecho parte como grupo no beligerante en este tipo de confrontaciones, se trata de la 
Cruz Roja que señala que como Conflicto Armado No Internacional (CANI) de acuerdo con el 
sentido del artículo 3 común, a los Convenios de Ginebra de 1949, este vocablo es aplicable a 
un conflicto armado no internacional y que surja en el territorio de una de las Altas Partes 
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Contratantes. Este tipo de conflicto exige que participen uno o más grupos armados no 
gubernamentales. Es posible que existan hostilidades entre las fuerzas armadas gubernamentales 
y grupos armados no gubernamentales o entre esos grupos únicamente. Además, este tipo de 
conflictos solo puede tener lugar en el territorio de una de las Partes en el Convenio (CICR, 2008). 
 
De acuerdo a la anterior cita, en Colombia se vivió el denominado CANI, pues se realizaba 
internamente, y que no se escenifico a nivel internacional sino al interior del territorio de una de 
las partes, para el caso de ambas, asimismo como participantes operaban el Estado con sus 
fuerzas militares y los grupos insurgentes, en reciente historia el conocido internacionalmente 
como Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, (FARC), hoy constituidas legalmente 
como partido político, que tradicionalmente tenia confrontación contra las fuerzas armadas de 
Colombia, Ejercito Nacional, Infantería de Marina, Policía Nacional.Ahora bien, para referirse 
al conflicto armado en Colombia, es preciso mencionar su génesis u origen. La descripción 
teórica que más se ajusta reseña que la violencia de los años cincuenta tenía un origen partidista, 
bajo la ampliación del sistema político, condujo hacia un nuevo escenario de combate de tipo 
insurreccional, en el cual las fuerzas insurgentes campesinas modifican su aspiración iniciar de 
hacerse parte del poder estatal por tomárselo, transformarlo y ampliarse como movimiento 
insurgente, de modo que así se consolidan las guerrillas campesinas como las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia - FARC (1964) y el Ejército de Liberación Nacional - ELN (1964) 
(Cartagena, 2016). 
 
De este modo, en los albores de los años cincuenta la violencia era de origen político y nacida 
como producto de la confrontación entre los partidos, pues el sistema político pretendía su 
ampliación de esta forma, pero es precisamente en este escenario que se produce la generación 
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del conflicto de tipo insurgente, emergiendo en las fuerzas disidentes campesinas mutaron su 
lucha por llegar al poder, por medio de una contienda hacia la toma del poder, no para ampliar 
el político sino para evolucionar y en este entorno es cuando surgen las Farc como guerrillas de 
origen campesino, de donde debe entenderse que la luz que guio el nacimiento de estos grupos 
insurgentes fue la inequitativa distribución de la tierra siendo por tanto su génesis de origen 
agrario. 
 
En tal sentido, para poder entender la evolución del conflicto en el pasado siglo, 
especialmente en la década de los ochenta en la cual como característica principal se 
diversificaron los actores, se multiplicaron y crecieron los grupos insurgentes, paralelamente con 
el auge de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC). Como grupos paramilitares y el 
aumento de las tensiones sociales porque los gobiernos fueron incompetentes para administrar 
temas monetarios, es cuando realmente se dice se empieza a hablar de la violencia, en sus 
diversas modalidades e intrínsecamente relacionadas con factores socioeconómicos, la lucha por 
la posesión territorial y declarando la violencia sociocultural por la defensa de un orden moral o 
social (Cartagena, 2016, p.6). 
 
En otras palabras, a partir de los años ochenta el conflicto armado en Colombia aumenta, al 
explicar que no son las conocidas guerrillas campesinas de antaño, sino que aparecen 
diversificados y multiplicados los grupos insurgentes y en mucho más tamaño, surge como 
respuesta de los industriales agropecuarios y del mismo gobierno las Autodefensas Unidas de 
Colombia (AUC), las que la historia reciente de Colombia denomina paramilitares, lo que 
condujo a la agravación de la violencia, al incremento de la tensión social y entre las partes en 
conflicto para defender sus respectivas posiciones, contribuyendo a la ineficiencia 
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gubernamental para tomar el control de las cosas y la pésima administración del Estado y los 
fondos públicos, por tanto fueron diversas las manifestaciones de violencia, provocada por 
asuntos de tipo socioeconómico, tales como la lucha por el territorio entre las partes enfrentadas, 
generando violencia sociocultural en defensa del orden moral o social justo. 
1.2 Historia del Conflicto Armado en Colombia. 
 
La historia nos sitúa en cruenta confrontación armada en el país, desde su inicio hasta la 
actualidad, marcada por dos etapas, la primera de sosiego durante la modernización del país, 
pero la segunda fase, a partir de abril de 1948 marco drásticamente el inicio de la violencia en 
Colombia. 
 
Cabe resaltar que, entre 1902 y 1948 la vida del país tuvo relativa calma., pues tuvo lento 
proceso de modernización industrial y financiero, época para la cual nacen los movimientos 
agrarios en los años 20 y 30 del siglo XX. La perspectiva era la reclamación de mejores 
condiciones contractuales por los arrendatarios, así como el derecho a sembrar café en sus 
parcelas, y por su parte los indígenas pedían la devolución de sus tierras comunales. Tras el 
asesinato de Jorge Eliécer Gaitán en abril de 1948, se inicia la violencia en Colombia. Es a partir 
de allí que en junio de 1953 se dio el golpe de estado del General Rojas Pinilla, cuyo gobierno 
militar logra una tregua momentánea en las hostilidades con los insurgentes, para que se pudieran 
detener los enfrentamientos y por la oferta de amnistía a quienes desistieran de la lucha armada. 
(Sánchez, Díaz, & Formisano, 2003, p.4). 
 
 
Luego, esta parte de la historia de Colombia tiene dos momentos puntuales. En primer lugar, 
una vida tranquila ciudadana desde 1902 hasta 1948, cuando el país inicio el proceso de 
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modernización en el sector privado, especialmente en la industrial y en el área de las finanzas, 
de la par con los movimientos agrarios en los años 20 y 30 del siglo XX, en los cuales los 
campesinos reclamaban a los dueños de las tierras que les arrendaban unos mejores contratos de 
arriendo y el permiso para sembrar café, mientras que los indígenas reclamaban sus tierras 
heredados de sus antepasados. Sin embargo, con el magnicidio de Jorge Eliécer Gaitán, líder del 
partido liberal y candidato presidencial en abril de 1948, comienzan en Colombia los años de la 
Violencia. Ya para junio de 1953 sube al poder el General Gustavo Rojas Pinilla, gobierno que 
logra una tregua temporal de hostilidades, condicionadas a la amnistía para quienes no siguieran 
incurriendo en la lucha armada. 
 
Posteriormente, se representa en la estructuración de la violencia partidista y la conformación 
formal de grupos guerrilleros, la cual indica que los grupos insurgentes se rehusaron a entregar 
las armas, y como respuesta hay hostigamiento militar, que desemboca en 1955 con la 
declaración de las regiones del Sumapaz y el oriente del Tolima como “zonas de operaciones 
militares. Hay escalada de la violencia, cae el régimen militar, se instaura en 1958 el Frente 
Nacional, para alternar los mandatos presidenciales entre los Partidos Liberal y Conservador, 
como medio pacífico para resolver la disputa del poder, lo cual logro aplacar la lucha armada y 
la violencia, sin lograr erradicar los grupos guerrilleros, y excluyó del acceso al poder a los 
demás movimientos políticos entre ellos el Partido Comunista. (Sánchez, Díaz, & Formisano, 
2003, pp.4, 5). 
 
Asimismo, el autor narra que no todas las partes beligerantes entre partidos acogieron la 
tregua ofrecida por el gobierno militar, lo cual trajo como consecuencia que fueran reprimidos 
militarmente, tanto que el Sumapaz y el oriente del Tolima se declararon “zonas de operaciones 
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militares”. La violencia se generaliza, cae la dictadura militar y en el año 1958 se estructura el 
denominado Frente Nacional, cuya finalidad era que los partidos tradicionales Liberal y 
Conservador, se alternaban cada cuatro años la presidencia, y así detener la lucha armada y las 
muertes violentas, apaciguando la violencia, pero no a los grupos guerrilleros, porque fue 
excluido el Partido Comunista de cualquier aspiración de acceder al poder. 
 
 
1.3 Sobre la Aparición de la Desaparición Forzada o Falsos Positivos en Colombia. 
 
 
Como de desaparición forzada, es necesario hacer un recuento que su aparición en la historia 
reciente humanidad. El documento académico de la Universidad de los Andes denominado 
“Reflexiones acerca del terror en los escenarios de guerra interna” recrea brevemente la figura en 
los casos de las dictaduras de Chile y Argentina cuando indica que, frente a la desaparición 
forzada, en la época de la Guerra Fría, hizo parte del aparato coercitivo de los Estados 
Latinoamericanos, frente al enemigo comunista, especificando países como Chile y Argentina. 
En esas dictaduras fue común la ocurrencia de asesinatos selectivos y desplazamientos forzados, 
las guerras internas son típicas de esta clase de conflicto, desde los años cincuenta (Lair, 2003). 
 
Entonces, que desde los tiempos de la Guerra Fría, que como se recuerda tuvo lugar de 1947 a 
1.991, durante más de 4 décadas, según Lair, (2003) la desaparición forzada fue una práctica 
frecuente con el uso de la fuerza por los gobiernos o dictaduras tanto en Argentina, con la 
dictadura de Juan Domingo Perón, de 1946 a 1955, con la influencia notable de los Estados 
Unidos de América, en Chile con Augusto Pinochet, de 1973 a 1990, como al parecer enfrentando 
al enemigo comunista que eran común en ambos países, fueron épocas muy cruentas en la historia 
de ambos países suramericanos, donde este delito se cometió mediante la realización de 
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asesinatos selectivos y desplazamientos forzados. Explica igualmente que la conflictividad 
actualmente tiene como patrón común las guerras internas, pero que esto no es una novedad de 
la sociedad moderna, sentenciando que desde los años cincuenta, según cifras viables, dos 
terceras partes de las guerras son de origen interno. 
 
En el caso de Colombia, la Corte Penal Internacional, (2012) en una de sus publicaciones, las 
modalidades de falsos positivos, mediante ejecuciones ilegales de civiles manipuladas por las 
fuerzas públicas haciéndolas parecer como bajas legítimas de guerrilleros o delincuentes hechas 
en combate con inicios probables en los años ochenta, pero se incrementaron inusitadamente en 
2004, caracterizándose estas ejecuciones por alteraciones de la escena del crimen y se señalan 
de estos asesinatos a los miembros de las fuerzas armadas, en operación conjunta con 
paramilitares y civiles y contra la población civil en varias partes de Colombia y en muchas 
ocasiones precedidas con detenciones arbitrarias, tortura y otras formas de malos tratos. 
De esta manera, hemos observado que los falsos positivos conocidos como ejecuciones 
extrajudiciales e ilegales de personas civiles, fueron perpetrados activamente por las fuerzas 
militares de Colombia, verbigracia Ejercito Nacional, Policía Nacional, Infantería de Marina y 
otros casos, quienes en actos del servicio los hacían parecer como bajas legítimas de guerrilleros 
o delincuentes realizadas en combate, las cuales datan desde 1980, pero se generalizaron a partir 
de 2004, el personal civil objeto de ejecución extrajudicial se presentaban como guerrilleros 
muertos en combate, se rompía la cadena de custodia, se manipulaba y contaminaba la escena 
del crimen. Estos crímenes además de las fuerzas armadas, muchas veces actuaban con 
paramilitares y civiles, para atacar igualmente personal civil en varias regiones de Colombia, y 
en muchos casos precio al asesinato selectivo, la víctima era detenida arbitrariamente, torturada 




1.4 Concepto de falso Positivo 
 
Según Rodríguez, (2015), las Naciones Unidas han acuñado una conceptualización que aclara 
la diferencia con una ejecución extrajudicial, refiriéndose a ella como los asesinatos de civiles 
para hacerlos pasar por guerrilleros muertos en combate. Indica que se perpetra una ejecución 
extrajudicial cuando individuos actúan comprometiendo la responsabilidad internacional del 
Estado y dan muerte a una persona de forma característica a privación ilegítima de la vida. 
 
Se puede inferir entonces que no hay una definición técnica para los falsos positivos, pero de 
ellos se dice son asesinatos de civiles para simular que son guerrilleros muertos en combate, 
según lo considera la ONU para 2013, y que la ejecución extrajudicial ocurre en el caso de la 
actuación de individuos que ponen en riesgo la responsabilidad internacional del Estado matan a 
una persona en acto que presenta los rasgos característicos de una privación ilegítima de la vida. 
 
Así, el tema en mención se registra en el país estadísticamente respecto a su comisión por agentes 
estatales los cuales reportaron 2.288 casos de este delito a la población civil por parte de 
miembros de la Fuerza Pública, en donde claramente el Estado colombiano no investiga y 
sanciona adecuadamente a sus autores y partícipes, porque se considera crimen atroz y de lesa 
humanidad, incurriendo en denegación de -justicia, por ello el Estado es responsable por la 
acción directa  y porque garantiza  niveles  de  impunidad  por  cuenta  de  las  conductas 
criminales analizadas. (Osorio, 2011, p.71). 
 
De este modo, se tiene que más de 2.000 casos de falsos positivos fueron perpetrados sobre 
la población civil, ejecutados por agentes de la Fuerza Pública y, lo que es peor, el Estado 
colombiano incumple su obligación de investigar y sancionar a los autores y partícipes de esta 
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conducta criminal, que tienen connotación de delito atroz y de lesa humanidad, lo que implica 
de contera violación de derechos humanos y la denegación de acceso a la justicia, lo que implica 
el Estado resulte con responsabilidad directa por la acción de sus servidores militares, para el 
caso responsabilidad estatal, sino responsabilidad indirecta que porque asegura niveles de 
impunidad atribuibles a los hechos punibles mencionados. 
 
Ahora bien, jurisprudencialmente el Consejo de Estado, en Sentencia 11001, radicación 
número: 11001-03-15-000-2014-00747-01, Sala de Lo Contencioso Administrativo Sección 
Quinta, adiada 12 de febrero de 2015, ha precisado el alcance de los falsos positivos frente a los 
delitos de ejecución extrajudicial, desaparición forzada y homicidio en persona protegida, al 
explicar que tal como lo reconoció el Relator Especial para las Ejecuciones Extrajudiciales y 
Sumarias, en su informe sobre Colombia, las fuerzas militares muestran a civiles como muertos 
en combate, para demostrar resultados positivos frente a la guerrilla, es decir según el sentir de 
la Sala el mismo Estado reconoce a estos grupos armados como objetivos a combatir y la 
existencia de un conflicto. (Sentencia 11001, 2015). 
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La anterior cita jurisprudencial indica que un funcionario de tanta importancia a nivel 
internacional como el Relator Especial para las Ejecuciones Extrajudiciales y Sumarias, presenta 
un informe sobre Colombia, en donde deja ver que las fuerzas militares se encargaron de hacer 
aparecer a civiles como muertos en combate, solo con la finalidad de como una forma de acreditar 
militarmente resultados militares positivos en su luche frente a la guerrilla, de donde el mismo 
Estado, en su momento de guerra con los grupos insurgentes, le dio el estatus de objetivos 
militares y destinatarios del combate y por tanto hace tácitamente el reconocimiento del conflicto 
armado como tal. 
 
Claramente, los falsos positivos son ejecución extrajudiciales y por tanto toca dejar claro 
según la doctrina cual es el alcance y contenido de ellas por tanto reconoce las ejecuciones 
extrajudiciales como la privación arbitraria de la vida por agentes del Estado, con su 
complicidad, tolerancia o aquiescencia y sin que exista un proceso judicial o legal que así lo 
autorice. Es claramente una violación al derecho a la vida que es posible perpetrarla en el ejercicio 
del poder del agente estatal, aisladamente, con o sin fines políticos, o lo que es peor como una 
acción de origen institucional. (Sentencia 11001, 2015). 
 
En suma, se tiene que en las Ejecuciones Extrajudiciales media la privación arbitraria de 
la vida por agentes del Estado, o con la anuencia o participación de ellos, sin que proceda un 
trámite o mandamiento judicial que así lo ordene, lo cual refleja una crasa violación al derecho 
a la vida que puede ser perpetrada cuando, en el desempeño del cargo público, o aisladamente, 




Es necesario precisar que este tipo de conductas ilegales tienen doble connotación según el 
mismo comentarista y se manifiestan en casos por ejemplo que un reclutador pagado (un civil, 
un miembro desmovilizado de un grupo armado o un ex militar) atrae a las víctimas civiles a un 
lugar apartado engañándolas y allí, las víctimas son asesinadas por algunos miembros de la 
Fuerza Pública (Alton 2010). Una segunda forma de acción en torno a las ejecuciones 
extrajudiciales sucede cuando las víctimas son sacadas de sus hogares o en un control de 
carretera o después de ser señaladas por informantes de pertenecer a grupos armados al margen 
de la ley, buscando la recompensa económica. Tras cometer el homicidio, los miembros de la 
Fuerza Pública hacen un montaje de la escena para que parezca una acción de combate legítima. 
(Sentencia 11001, 2015). 
 
Como se ha señalado, según la doctrina hay dos modalidades de ejecuciones extrajudiciales, 
en el primer caso se trata de un mercenario, que tiene como característica o ser personal civil o 
desmovilizado de un grupo armado o un ex militar, quien se ocupa de engañar a las víctimas 
civiles, las lleva a un sitio solitario y les da muerte por agentes de la Fuerza Pública, otra forma 
ocurre cuando las víctimas son sacadas abruptamente de su lugar de trabajo o residencia, o luego 
de un retén de carreteras o por indicación de informantes de hacer parte a grupos insurgentes, 
previo acuerdo de cobrar la recompensa. Luego de ocurrido el crimen, los miembros de la Fuerza 
Pública montan la escena de los hechos y la alteran para hacer aparecer como si fuera una acción 
de combate real. 
Otra definición acuñada sobre el particular indica que se tratan de personas muertas sin piedad 
fuera de combate, que nada tienen que ver con el conflicto armado, las cuales fueron colocadas 
como “positivos”; o sea logros militarte de las fuerzas armadas frente a las guerrillas, con el fin 
18 
 
de obtener beneficios en la guerra (Salcedo , 2014, p32 ). 
 
Por consiguiente, para este comentarista los falsos positivos son la ejecución o asesinato de 
personas sin ninguna compasión y fuera de un campo de combate, que por lo general nada tienen 
que ver con el conflicto armado, pero a consecuencia de la forma como pierden la vida, las hacen 
aparecer como “positivos”; es decir, bajas logradas por las fuerzas armadas a grupos insurgentes 
o al margen de la ley, enfocada en la finalidad de lograr subvenciones en la guerra. 
 
Sin embargo, no se trata solo de enunciar varios conceptos de los falsos positivos, sino de 
determinar la repercusión de los mismos en la vida social, política y jurídica del país. Tal como 
lo afirma López Rincón, Es lamentable que tal modalidad de ejecución extrajudicial de personas 
se hizo mucho más notoria y en forma vergonzosa en los dos periodos presidenciales del ex 
presidente Álvaro Uribe Vélez, las cuales fueron notorias en Colombia, entre 2002-2010, 
precisamente en sus dos fases consecutivas de gobierno presidencial, incrementándose tanto 
episodios como víctimas, en cuya administración se presentaron como una de sus bondades y 
haciendo ver como eficaz la “Política de Defensa y Seguridad Democrática”, elaborada en un 
documento trazado por la Presidencia de la República y el Ministerio de Defensa publicado en 
junio de 2003 (López , s,f, p.2). 
De acuerdo a lo expuesto, es importante acotar que los falsos positivos se hicieron más 
notorios en Colombia, mientras Álvaro Uribe Vélez, en los periodos presidenciales 2002-2010, 
porque aumentaron drásticamente las cifras tanto de episodios y como de víctimas de esos 
delitos, porque se presentaron por la presidencia como muestra de efectividad y eficacia de la 
“Política de Defensa y Seguridad Democrática”, implementada por la Presidencia de la 
República y el Ministerio de Defensa en junio de 2003. Esta afirmación es corroborada por la 
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publicación denominada “La Política de Seguridad Democrática y las Ejecuciones 
Extrajudiciales” de la Universidad Javeriana en la Revista Universitaria Económica, ,donde se 
explica la exacerbación de los falsos positivos mientras fue implementada la política de 
seguridad democrática entre 2002 y 2010, periodos presidenciales de Álvaro Uribe Vélez, 
tomando como referencia que la tasa promedio de falsos positivos por cada 100 mil habitantes 
se incrementó en 154% pasando de 0,11 entre 1990 y 1999 a 0,28 entre 2000 y 2009 (Cardenas 
& Villa, 2012, pp 2,3). 
 
De esta forma, el resultado de la puesta en marcha de esta política frente al discurso 
ideológico y político allí representado, indica que el paso del tiempo y la fuerza de los 
acontecimientos revelaron el contenido del discurso ideológico y político del gobierno de Uribe 
Vélez, el cual empleo siempre la mentira en forma sistemática valiéndose estratégicamente de 
los medios modernos de comunicación. La mentira en la política y en la guerra era y es prácticas 
cotidianas mucho más elaboradas y refinadas, representadas en falsos positivas, corrupción, 
paramilitarismo y las conocidas “chuzadas” desnudaron al gobierno; confrontaron el discurso 
frente a la realidad (Cardenas & Villa, 2012, p. 7)). 
Desde esta perspectiva, cuando al referirse al discurso de la seguridad democrática en el 
metarrelato de la lucha global contra el terrorismo bajo la retórica del derecho penal del enemigo, 
en donde explica que la respuesta del gobierno ante la sociedad frente al terrorismo utilizo los 
Mass-media o medios masivos de comunicación, que utilizaron técnicas de manipulación 
identificadas por narrar una realidad fraccionada y distorsionada a favor de sus necesidades. Se 
trataba de un régimen populista evidentemente mediático, difundiendo explosivos comunicados 
, que actuaba constantemente en el desarrollo y afianzamiento de la Seguridad Democrática, 
mediante una sucesión de hechos como hechos - información - medios masivos - manipulación 
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política - ingeniería social, de modo que los hechos eran motivo de manipulación por los medios 
masivos de comunicación, siendo reconocido por el gobierno como parte de sus políticas de 
seguridad y en represalia aplicar políticas estatales contra de los enemigos del proceso (Calderón 
, 2012, p. 34). 
 
Finalmente, para el autor el discurso tanto ideológico como político de del gobierno de Uribe 
Vélez, tuvo su soporte inicial en el empleo metódico de la mentira, utilizando para ello estrategias 
en medios masivos de comunicación, de alto impacto para la opinión ciudadana. Esta no es una 
práctica nueva según los conocedores del tema, Reafirman eruditos del tema que el uso de la 
mentira en la política y en la guerra no es nuevo, por el contrario se hace más frecuente y mejor 
elaborada y para el caso de Álvaro Uribe, se utilizó el tema de los Falsos positivos, la corrupción, 
paramilitarismo y las conocidas “chuzadas” a la Corte Suprema de Justicia, donde fue claro toda 
la parafernalia de mentiras urdidas por ese gobierno, frente al discurso que enarbolaban, dejando 
en entredicho toda la veracidad de la política que propugnaban. 
A continuación, se mencionan los efectos y consecuencias que producen los falsos positivos 
en el escenario de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario. Se dice de ellos 
que los falsos positivos como ejecuciones extrajudiciales y asesinatos son graves violaciones de 
derechos humanos y al derecho internacional humanitario aplicable en conflictos no 
internacionales y, por tanto crímenes de guerra. Cuando ocurren en forma generalizada y 
sistemática contra la población civil, son crimen de lesa humanidad., de las cuales se da cuenta 
con evidencias abundantes (Martín, 2014, p. 12). 
 
 
De acuerdo a lo anterior, se tiene que los falsos positivos no son más que ejecuciones 
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extrajudiciales y asesinatos que infringen gravemente los derechos humanos y el derecho 
internacional humanitario aplicable, los cuales son de aplicación especial en conflictos que no 
tienen la connotación de internacionales, pero por si solos son crímenes de guerra. Según la 
doctrina cuando este hecho criminal hace parte de un ataque generalizado y sistemático contra 
población civil, puede llegar a tener la categoría de crimen de lesa humanidad, de lo cual se tienen 
pruebas copiosas acerca de que muchos de estos hechos que constituyen falsos positivos son 
crímenes de lesa humanidad. Es lógico entonces que Colombia de conformidad con los tratados 
internacionales, haya adquirido las obligaciones de investigar, juzgar y sancionar a los autores 
de estas conductas y esclarecer la verdad al respecto. 
 
Como consecuencia de la reiterada violación a los derechos humanos y al derecho 
internacional humanitario por la perpetración de los falsos positivos, se han generado muchas 
reacciones en su contra, las cuales casi que en forma unánime tienden a reclamar una reforma a 
la justicia penal militar, por cuanto se sabe que estos uniformados tienen responsabilidad en 
estos hechos delictuosos, porque lo que interesa en este caso es que no queden en la impunidad, 
posición que en el citado documento se plantea como clave el análisis de la mayoría de 
posiciones en contra de estas ejecuciones extrajudiciales o falsos positivos, que implican 
necesariamente la ‘reforma a la justicia militar’, porque tal iniciativa implicaría inmunidad e 
impunidad a los miembros de la fuerza pública, especialmente a los responsables de estos delitos 
de lesa humanidad. En tal sentido varios informes de la Comisión Interamericana, de Naciones 
Unidas, de Organizaciones No gubernamentales, exigen que Colombia no legisle para que se 
viole el derecho internacional, esta normas no se negocian y conculcan la jurisprudencia porque 
estos delitos no pueden ser competencia de la Justicia Penal Militar. ” (Martín, 2014). La anterior 
afirmación fue hecha en noviembre 5 de 2014, por el senador Alirio Uribe del Polo Democrático, 
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en desarrollo del debate de control político sobre Ejecuciones Extrajudiciales al cual citó al 
ministro de defensa, Juan Carlos Pinzón (Polo, 2014). 
Por tanto, casi todas las posturas convergen contra las ejecuciones extrajudiciales o falsos 
positivos, pero direccionados hacia la ‘reforma a la justicia militar’, porque en el estado como la 
misma se encuentra estructurada, conduce a concederle a la fuerza pública inmunidad y favorece 
claramente a los directos responsables de este tipo de conductas punibles. La comunidad 
internacional reclama reiteradamente pronunciamientos en la materia, porque varios informes 
de la Comisión Interamericana, de Naciones Unidas, de Organizaciones No gubernamentales, 
exigen a Colombia se abstenga de expedir leyes violatorias al derecho internacional, 
disposiciones ajenas a las convenciones y que conculcan normas que no son convencionales, 
que van en contra de toda línea jurisprudencial porque la Justicia Penal Militar siempre será 
incompetente para conocer de graves violaciones a los derechos humanos. 
 
Visto que, de 2002 a 2007 se incrementaron inusitadamente las ejecuciones extrajudiciales, 
por causa de entre otros factores, se crearon incentivos para que los oficiales y soldados rasos 
midieran el éxito con las bajas del enemigo, presentaban guerrilleros muertos en combate como 
medida del éxito militar colombiano a reportar a sus superiores., no había ningún tipo de 
controles, ni siquiera los mecanismos administrativos y judiciales de castigo a soldados y 
oficiales implicados en ellas, por tanto se resume hubo impunidad (FOR, 2014, p. 7). 
 
 
Igualmente, se tiene que los tres factores que ayudaron al incremento de los falsos positivos 
en la época tomada como referencia, fueron en primera medida los incentivos a oficiales y 
soldados rasos para que con fundamento en bajas al enemigo calcularan sus éxitos militares, de 
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donde mostrar a un guerrillero muerto en combate era un parámetro fundamental para medir el 
éxito militar colombiano y de esta forma mostrar resultados mediáticos e impresionar a los 
oficiales superiores. En segundo lugar, la falta de controles tanto administrativos como judiciales 
de castigos a los militares involucrados en este tipo de delito, lo que generaba impunidad. 
Lo anterior,  conducen a reiterar que el incremento de los falsos positivos se evidencio de una 
manera mucho más drástica en el periodo de gobierno presidencial de Álvaro Uribe, tanto que en 
cuanto a la política de seguridad democrática se dice que las ejecuciones extrajudiciales 
perpetradas en ese periodo hacían parte de la estrategia propagandística de guerra, ante la urgencia 
de mostrar resultados operacionales militares, mediante el uso de los “falsos  positivos” en los 
medios. Ello entre otras cosas por presiones del Gobierno a militares de alto rango para mostrar 
resultados operacionales, se ofreció política de estímulos La ausencia de controles para no 
incentivar los crímenes, más la elevada impunidad en la justicia penal militar, que renunciaba a 
mandar los casos a la justicia ordinaria (Niño, 2015, p. 48). 
 
Además, las ejecuciones extrajudiciales o falsos positivos acaecidos al interior de la política 
de seguridad democrática, hacían parte de la estrategia para hacer apología a la guerra, pues era 
urgente para los militares presentar resultados, por ello recurrían a los “falsos positivos”, pero 
especialmente con la colaboración de la difusión masiva en medios de comunicación. A lo 
anterior se suma que la cúpula de las fuerzas militares presionaba constantemente a sus 
subalternos para responder a la misma presión gubernamental para obtener dichos resultados, en 
la medida que para tal fin se estructuro una política de estímulos, el mostrar las bajas en combate 
como un resultado, no imponer controles al incentivo para la comisión de crímenes y los 
elevados índices de impunidad al interior de la justicia castrense. Fue definitivamente un periodo 
donde se vivió mucha anarquía y falta de autoridad hacia los militares, lo que propicio que se 
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incrementaran tanto las estadísticas de falsos positivos en el país. (Niño, 2015, p. 48). 
 
También, el término de ejecuciones extrajudiciales ha sido tratado al interior de un organismo 
de vital importancia para los derechos humanos como las Naciones Unidas, que lo conceptualiza 
como amplia gama de violaciones del derecho a la vida, entre ellas homicidios cometidos por 
militares con el propósito de inflar las estadísticas, a lo que se le llamo falsos positivos”. En el 
2014 se conoció de casos en que las fuerzas armadas trataron de mostrar víctimas de ejecuciones 
arbitrarias como bajas al enemigo producidas en combate o la alteración de la cadena de custodia 
en la escena del delito para simular legítima defensa. (ONU, 2015). 
Las anteriores razones llevan a considerar que para las Naciones Unidas el vocablo 
“ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias” implica un conjunto de violaciones del 
derecho a la vida, y dentro de las mismas los homicidios perpetrados por militares para abultar 
las cifras estadísticas de enemigos dados de bajas en combate, también reconocidas como “falsos 
positivos”. Se tiene que para el año 2014 se documentaron casos en los que las fuerzas armadas 
trataron de mostrar a víctimas de ejecuciones arbitrarias como si fueran enemigos dados de baja 
en combate, contaminando y alterando la escena del delito, lo que técnicamente se conoce como 
falso positivo. 
Por otra parte, para la configuración como tal del denominado “falso positivo”, no se hacía 
de una forma caprichosa. Se necesitaba la intervención activa de las fuerzas militares y en 
contravía del ordenamiento jurídico, mediante mecanismos tales como acciones de comandantes 
de brigadas y unidades tácticas. Según Human Rights Watch al examinar expedientes penales, 
declaraciones de testigos y otras pruebas, detectaron que los soldados perpetraran falsos 
positivos, los comandantes de brigadas, batallones y otras unidades militares ejecutaron acciones 
concretas para materializar estos crímenes, por tanto fueron varias fases de este tipo de 
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ejecuciones en las cuales los comandantes sabían y podían detectar esas supuestas muertes en 
combate, que podían evitar, no lo hicieron y las convirtieron en ejecuciones. (Human Rights 
Watch, 2015, p.31). 
 
Es decir, la estructuración del falso positivo requería de acciones militares precisas y ordenes 
de comandantes de brigadas y unidades tácticas, temas en los cuales Human Rights Watch 
examinó expedientes penales, declaraciones de testigos y otras pruebas donde encontró que los 
soldados cometían falsos positivos, pero con acciones concretas de comandantes de brigadas, 
batallones y otras unidades, las cuales garantizaban la ocurrencia de tales crímenes de lesa 
humanidad. Tan voluntaria y consciente era la actitud de tales militares, que en el proceso de 
desarrollo de estos falsos positivos ellos obtenían información de la cual fácilmente se podía 
detectar la ocurrencia de tal hecho, sobre el cual guardaban silencio ante las autoridades y 
actuaban si bien como cómplices, ora como determinadores de las supuestas y fingidas muertes 
en combates, que realmente eran verdaderas ejecuciones extrajudiciales, por lo que se reiteran 
eran conscientes del crimen que se cometía y por tanto de los actos criminales en los cuales 
participaban, a ciencia y paciencia tanto de la cúpula militar como del mismo gobierno que con 
su política de seguridad democrática exigía resultados. 
 
 
1.5 El Falso Positivo Como Delito 
 
Desde el punto de vista dogmático penal, que no es el caso de enfoque del presente trabajo 
de investigación, pero que es motivo de análisis por las consecuencias que genera en materia de 
responsabilidad estatal, materia de estudio del derecho administrativo, es menester señalar que 
no es fácil la configuración o tipificación de esta conducta delictiva, a la cual la doctrina ha 
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considerado que el delito de “falso positivo” no está tipificado en el ordenamiento penal 
colombiano ni en ninguna otra legislación, analizando que se trata de una contradicción 
semántica porque el vocablo positivo no lo emplean las fuerzas armadas para mostrar resultados 
militares, lo cual si hace la Policía Nacional como muestra de éxito en algún operativo, y que 
para el Ejército la palabra operación es cualquier acto militar de captura o rescate, por lo que 
resulta exitosa o fallida acorde con su resultado, de lo cual deducirían inocencia de un miembro 
de las fuerzas armadas por el delito de “falso positivo.” (Human Rights Watch, 2015, p. 4). 
 
En efecto, estos acontecimientos van en contra de las leyes que rigen la república de 
Colombia para defender y garantizar los derechos fundamentales de los ciudadanos, los cuales 
están establecidos en la Constitución política de Colombia así: (Corte Constitucional, 2016) 
(Art 11) El derecho a la vida es inviolable. No habrá pena de muerte. 
 
(Art 12) Nadie será sometido a desaparición forzada, a torturas ni a tratos o penas crueles, 
inhumanas o degradantes. 
(Art 13) Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección 
y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin 
ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, 
opinión política o filosófica. El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real 
y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. El Estado 
protegerá especialmente a aquellas personas que, por su condición económica, física o mental, se 
encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que 
contra ellas se cometan. 
A causa de esto, la responsabilidad que tiene el Estado para velar por el bienestar de la 
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población colombiana, se han establecido leyes tales como la Ley 589 del 2000; la cual tipifica 
el genocidio, el desplazamiento y la desaparición forzada, la tortura, y otras disposiciones a este 
respecto y la ley 387 del 18 de julio de 1997, la cual se encarga, de acoger y atender lineamientos 
para la prevención del desplazamiento forzado, la vigilancia, amparo afirmación y equilibrio 
socioeconómico de los desplazados internos por la violencia en el país. 
 
Es por ello se considera que el delito de “falso positivo” no está tipificado en el código penal 
colombiano ni en ninguna otra legislación, porque se le considera una contradicción semántica, 
y que supuestamente la palabra positivo no se utiliza en el argot militar para mostrar resultados 
de sus labores castrenses. Pero en la Policía Nacional si se usa como código de un operativo 
exitoso en algún operativo, y que el Ejército emplea el termino operación como aquel que 
representa por ejemplo un acto militar de captura, rescate, o similares y lo acompañan con el 
calificativo de exitosa o fallida, todo de acuerdo con el resultado que tenga, y bajo esa egida sería 
impensable que a un militar se le pudiera dictar sentencia condenatoria por el delito de falso 
positivo. 
Otro documento que puede aportar buen apoyo bibliográfico, es un informe realizado por la 
Corte Internacional de Derechos Humanos CIDH, (2015) donde muestra su preocupación por 
una especie de impunidad con respecto a estos delitos cuando se afirma que este fenómeno de 
“falsos positivos” habría comenzado a disminuir; pero persisten desafíos en el seguimiento de las 
medidas internas de prevención a las ejecuciones extrajudiciales, las que debe adoptar el Estado 
para asegurar protección de civiles y regular el uso proporcional de la fuerza dentro o fuera del 
enfrentamiento armado, siendo preocupante las pocas condenas por ejecuciones extrajudiciales 





Adicionalmente, según el informe de la CIDH, (2015), los falsos positivos tendían a disminuir 
al momento de redactar el informe, pero todavía es necesario la prevención y la toma de medidas 
para evitar las ejecuciones extrajudiciales. Para ello, es necesario que el Estado desarrolle los 
mecanismos adecuados que aseguren la protección de los ciudadanos y ponga límites precisos al 
uso proporcional de la fuerza por personal uniformado a cargo del estado, sea dentro o fuera de 
un conflicto armado, y en tal sentido a la Corte le llamo mucho la atención con preocupación y 
extrañeza, las cifras tan bajas de condenas por falsos positivos y la complejidad consistente en 
que la jurisdicción penal militar haya tenido competencia precisamente para conocer de algunos 
casos de ejecuciones extrajudiciales, a sabiendas que ellos son precisamente una fuente o los 
causantes en muchos casos de este tipo de ajusticiamientos ilegales, lo cual va en contra de toda 
lógica e incluso no es una asignación imparcial. 
 
Sumado a lo anterior, se trae a colación un documento donde se plantea la dificultad de tipo 
dogmático que la misma Corte Suprema de Justicia, Sala Penal de Decisión, ha tenido para la 
configuración del delito de falsos positivos, pero decantando como homicidio con fines 
terroristas, en el cual la Sala Penal de la Corte intenta denominar los casos conocidos como 
falsos positivos. Se recurre al derecho comparado, en el caso de personas muertas sin piedad, 
fuera de combate, y ajenas al conflicto armado, luego colocadas como “positivos”; o “logros” 
de las fuerzas armadas frente a las guerrillas. Refiere casos como las masacres de “Honduras”, 
“La Negra” y “Mejor Esquina”, ocurridas en vigencia del Código Penal anterior, y que la Sala 
Penal en casación, tipifica y sanciona como homicidio con fines terroristas (Aponte, 2010, p. 
49). 
En consecuencia, la Sala Penal de la Corte sigue trabajando en la configuración más adecuada 
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de la conducta criminal atribuible a los denominados falsos positivos. Recurre para tal fin al 
derecho comparado, en los casos donde se asesina a personas sin misericordia, lejos de una 
confrontación armada y totalmente ajenas al conflicto armado, las cuales posteriormente 
aparecen como “positivos”; o “logros” de las fuerzas armadas frente a la guerrilla, toma como 
referencia casos críticos como las masacres de “Honduras”, “La Negra” y “Mejor Esquina”, 
perpetradas en vigencia del Código Penal anterior, por tanto la Sala Penal sanciona los 
denominados falsos positivos como homicidio con fines terroristas y es finalmente la tipificación 
que le da a ese comportamiento punitivo. 
 
1.6 Sobre los Falsos Positivos en Colombia 
 
Un Interesante documento hace una explicación más o menos detallada de la forma como 
ocurrieron en el país los falsos positivos, nacidos desde la misma infraestructura de terror 
implementada por el mismo Estado, especialmente en los dos periodos presidenciales de Álvaro 
Uribe Vélez, donde la situación llego a cifras sumamente preocupante. Explica el autor tanto el 
origen de esta nefasta práctica como sus modalidades y la forma de ocurrencia de las mismas, 
indicando que la infraestructura del terror totalitario implantada en Colombia apoyada por 
potencias mundiales, se representa en un gobierno que por decreto presidencial suspende todas 
las garantías constitucionales; tiene a su servicio una red de policía secreta a escala nacional; 1,6 
millones de confidentes o informantes; miles de campesinos reclutados a la fuerza como 
colaboradores militares locales en el Programa Soldados de Mi Pueblo, en 500 de los 1.096 
municipios de Colombia; 30.000 miembros de los escuadrones de la muerte estructurados por el 
mismo Ejército Nacional; con 300.000 miembros activos, el Departamento Administrativo de 
Seguridad (DAS); milicias privadas de terratenientes, banqueros y directivos empresariales que 
armaron agencias privadas de seguridad que superan el número de 150.000 pistoleros (Gómez , 
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2014, p. 4). 
 
Precisamente, el autor que en su momento el terror de Estado y la dictadura que se vivió en 
esa fase de gobierno de Colombia, como respuesta a los requerimientos de los acreedores de la 
banca mundial, de las potencias mundiales, se estructuraba por el mismo gobierno que mediante 
decreto presidencial reprimió el ejercicio de todo tipo de garantías constitucionales; disponiendo 
de policía secreta a escala nacional; un entramado complejo de más de 1.500.000 informantes; 
ejércitos de campesinos reclutados contra su voluntad para prestar sus servicios como 
colaboradores militares locales, en el programa conocido como Soldados de Mi Pueblo, presente 
en 500 de los 1.096 municipios de Colombia; 30.000 miembros de escuadrones de la muerte 
conformados, armados y de los cuales hacia parte el mismo Ejército Nacional; es decir sus 
fuerzas de limpieza social, 300.000 miembros activos del ejército, del desaparecido 
Departamento Administrativo de Seguridad (DAS); milicianos privados de terratenientes, 
banqueros, dueños y directivos de empresas entre ellas empresas privadas de seguridad con más 
de 150.000 asesinos, lo cual supone un bien estructurado y complejo entramado del delito, es 
decir una verdadera empresa criminal, orientada para la comisión de toda clase de delitos que 
según ellos atentaran contra el régimen, para el caso ejecutar los falsos positivos. 
 
 
Ahora bien, en cuanto a las formas a las actividades delictivas por estas empresas criminales 
desarrolladas, el autor indica que se usaba la violencia física, la coacción ilegítima, el secuestro, 
la tortura, la amenaza, la extorsión, las chuzadas telefónicas, las detenciones arbitrarias, los 
montajes judiciales, los atentados, los allanamientos, la desaparición forzada, el desplazamiento 
forzado, el genocidio y el asesinato o ejecución extrajudicial como prácticas contra de la 
población civil en Colombia. En esa publicación se duelen que los gobiernos de 1998 a 2008, 
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empero la situación de los derechos humanos, por el empleo del terrorismo de Estado con las 
desapariciones forzadas y las ejecuciones extrajudiciales (Gómez, 2014, pp. 3,4). 
Lo anterior, permite explicar que todo este andamiaje paraestatal tiene como herramientas 
para aterrorizar a la población civil la propia violencia física, la coacción ilegal, el secuestro, la 
tortura, la amenaza, la extorsión, las chuzadas telefónicas, las detenciones arbitrarias, los 
montajes judiciales también conocidos como falsos positivos, los atentados contra bienes y 
personas, los allanamientos irregulares a bienes y moradas, la desaparición forzada de personas, 
el desplazamiento forzado de población civil, el genocidio y el asesinato o ejecución 
extrajudicial sistemáticas contra los ciudadanos en Colombia. De 1998-2008, desmejoro en 
forma preocupante el tema de derechos humanos en Colombia, precisamente por el terrorismo de 
Estado, representado en abominables e ilegales prácticas como las desapariciones forzadas y las 
ejecuciones extrajudiciales. 
 
Con todo, los falsos positivos, se ejecutaban bajo cinco modalidades representadas en I) 
reclutamiento de víctimas por ciudadanos civiles, que posteriormente se entregaban a los 
soldados; II) el arresto de las víctimas por los militares; III) el arrestos por informantes de los 
militares o por colaboradores con grupos armados ilegales, con ayuda de ex combatientes;  
IV) el arresto de las víctimas por grupos paramilitares, las entregaban a los militares para su 
ejecución y posterior presentación como víctimas de combate; y V) arresto de víctimas por los 
militares, para entregarlas a grupos armados ilegales para ser ejecutadas (Gómez , 2014, p. 4). 
Para concluir, los falsos positivos ocurrían mediante los estilos de reclutamiento de víctimas 
por ciudadanos civiles, las cuales posteriormente se entregaban a los soldados; por la 
aprehensión de víctimas por parte de militares; la privación de libertad sin orden judicial a las 
víctimas, ejecutadas por informantes de militares o colaboradores de grupos armados, apoyados 
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por ex combatientes; el arresto de víctimas por agrupaciones paramilitares, y luego las 
transferían a los militares para ser asesinadas y posteriormente mostradas como muertos en 
combate; y finalmente el arresto de víctimas por los propios militares, que luego las transferían 
para ser ejecutadas por grupos armados ilegales paramilitares. Como se puede ver, esta era una 
bien compleja y verdadera organización criminal, que, con el patrocinio del propio Estado 
representado en sus fuerzas militares, venía ejecutando toda clase de graves actos criminales, en 
contra de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario. 
 
Ahora bien, el Informe final de la Misión Internacional de Observación sobre Ejecuciones 
Extrajudiciales e Impunidad en Colombia - Mioeeic realizado en 2008 fija unos patrones 
comunes de los falsos positivos que estructura ocurrían en zonas rurales objeto de operaciones 
militares, para cumplir la política de seguridad democrática; b) las víctimas eran campesinos, 
indígenas, habitantes de barrios marginados y líderes sociales y comunitarios; c) las víctimas se 
señalaban como auxiliadores de las guerrillas; d) casi todos los casos a la ejecución precedía la 
detención arbitraria de la víctima y en algunos casos terminaron en desapariciones forzadas; e) 
como común denominador los cuerpos fueron presentados por militares como combatientes 
muertos en combate, presentándolos vestidos con prendas militares, armamento y munición, sus 
documentos de identidad destruidos u ocultados, f) se incentivaban económicamente a los 
militares cuando cometían estos delitos, pues eran indicadores que median los resultados de la 
política de seguridad democrática (Gómez , 2014, p. 5). 
 
De acuerdo con lo citado, el modus operandi en los falsos positivos comprendía entre otras 
actividades, las ejecuciones sucedían en área rural objeto de operaciones militares, como 
desarrollo de la política de seguridad democrática; programa bandera de los Gobiernos Uribe 
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Vélez, las características de las víctimas eran casi siempre campesinos, indígenas, habitantes de 
barrios subnormales y líderes sociales y comunitarios; tenían en común el ser señalados, sin 
pruebas, de auxiliadores de la guerrilla; previamente a la ejecución se produjo casi siempre la 
detención arbitraria de la víctima y lógicamente después de ello, el fin de las mismas era su 
posterior asesinato o desaparición forzada, para luego ser presentados militares o policías como 
dados de baja en combate, sin ser este hecho cierto porque se trataba de victimas totalmente 
inocentes a los hechos imputados, porque perversamente a las víctimas les colocaban prendas 
militares, armamento y munición, para que tal sindicación tan grave pareciera real, lo cual se 
suma que en muchos de los casos los miembros de la Fuerza Pública encargados de su ejecución 
borraban todo vestigio de identificación de la víctima, al destruir u ocultar los documentos que 
les pudieran dar su verdadera identidad, y que gracias a toda esta cadena delincuencial, antes 
que reprender, o controlar o prevenir tal actividad al margen de la ley, el mismo Estado en su 
práctica terrorista concedía prebendas económicas o incentivos a los militares que dieran estos 
falsos positivos, pues un alto volumen de los mismos median los resultados de la política de 
seguridad democrática. 
 
Como para la comunidad internacional este fenómeno no le era indiferente, para Alston, 
(2009) relator especial de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) sobre ejecuciones 
extrajudiciales, sumarias o arbitrarias, vino a Colombia a realiza visita oficial a Colombia entre 
el 8 y el 18 de junio de 2009, para investigar homicidios a consecuencia de violación de derechos 
humanos o del derecho internacional humanitario, dando como resultados que “Las fuerzas de 
seguridad han cometido muchos asesinatos premeditados de civiles a quienes han presentado 
fraudulentamente como "bajas en combate". Se les denomina como falsos positivos, pero no son 
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parte de política de Estado, ni fueron hechos aislados. Estos homicidios los cometieron muchas 
unidades militares en todo el país, las que, bajo la presión de demostrar resultados en lucha contra 
las guerrillas, las hacían aparecer como positivos o bajas en combate, todo con el aliciente de un 
sistema estatal de incentivos económicos a los soldados para cometer estos crímenes y a los 
civiles para informaran y se pudiera capturar o dar o muerte a guerrilleros (Gómez , 2014, pp. 
4,5). 
En el caso, de la comunidad internacional, especialmente al ojo de vigilancia de la ONU, en 
esta etapa del gobierno colombiano estuvo el país estigmatizado por la continua violación de 
derechos humanos y al derecho internacional humanitario, entre otras cosas, representado 
porque las fuerzas militares y civiles del Estado fueron responsable de gran cantidad de ejecución 
extrajudiciales de civiles , que fueron presentados como “falsos positivos” y víctimas en 
combate sin serlo, hecho criminal que ni eran aislados y aparentemente no hacían parte de 
ninguna política estatal, pero que confidencialmente fueron perpetrados por muchas unidades 
militares y a lo largo de toda la geografía nacional. La causa de ello fue la intensa y abundante 
presión del mismo gobierno para mostrar resultados de gran volumen de bajas en combate, en 
su lucha contra la insurgencia. Este hecho lo motivo en gran medida los cuantiosos incentivos 
ofrecidos por el gobierno a los militares que ocasionaran bajas, así como a civiles que 
suministraran información precisa, con el fin de dar captura o muerte o los guerrilleros, con lo 
cual no se hizo ningún tipo de discriminación o filtro, llevándose de paso a la población civil, 
que finalmente muchos de ellos terminaron como inocentes víctimas. 
 
Lo que es peor, este tipo de incentivos económicos fueron establecidos en la denominada 
“Política de Defensa y Seguridad Democrática”, en la política de recompensas de las Directivas 
secretas N° 29 de 2005, 02 de 2008 y 01 de 2009. Lo lamentable es el tipo de condición social 
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y política de las víctimas escogidas, para fraguar las mentiras de los falsos positivos, porque se 
trataba en muchos casos de desempleados, indigentes, drogadictos, personas con discapacidad 
física o mental; lesbianas, gays, bisexuales y transexuales (López , s,f, p. 7). 
 
Se podría resumir entonces que contrario a lo que el Gobierno Colombiano pudiera 
argumentar en su defensa, los falsos positivos fueron patrocinados por el mismo estado en la 
“Política de Defensa y Seguridad Democrática”, y en la política de recompensas de las 
Directivas secretas N° 29 de 2005, 02 de 2008 y 01 de 2009, que sirvieron para motivar tanto a 
militares, paramilitares y civiles leales al régimen gubernamental a realizar estas ejecuciones 
extrajudiciales, con el apetito voraz hacia los estipendios económicos y para responder a las 
cifras estadísticas exigidas por el Estado por concepto de bajas en combate, escogiendo sin 
discriminación a sus víctimas, quienes tenían como patrón común su condición social y política, 
con el fin de consumar los crímenes, estructurando así las mentiras de los falsos positivos, lo 
que evidencia la caracterización política y fascista de los agentes estatales, al escoger a 
desempleados, indigentes, drogadictos, personas con discapacidad física o mental; lesbianas, 
gays, bisexuales y transexuales como potenciales víctimas de los falsos positivos. 
Por su parte, Aguirre Tobón señala que como estrategias finalizar el conflicto armado, 
recurriendo a la ayuda internacional de potencias mundiales, en el periodo de la seguridad 
democrática -gobierno de Álvaro Uribe entre 2002 y 2010-se llevaron a cabo las formas más 
cruentas de combate y acciones unilaterales, para vencer militarmente a la guerrilla, mediante 
una intensa y fuerte ofensiva contrainsurgente, donde la obsesión era la muerte de guerrilleros 
como objetivo militar, bajo estándares de medición efectiva de esta política , lo cual se logró en 
parte con el ejemplo más grotesco de violación de Derechos Humanos en el país durante las 




Asimismo, el principal derecho violado el derecho a la vida, porque con el argumento de 
defender la soberanía y la democracia nacional, el Estado hizo uso excesivo del uso del 
monopolio que detenta de la fuerza, dejando como saldo la ejecución extrajudicial de civiles 
inocentes. También vulneraron el derecho de la integridad física y psicológica de jóvenes en 
condición de marginación, a quienes coloco en estado de zozobra exponiéndolos a ser víctimas 
de falso positivo, el cual sea dicho representa una prueba evidente de reproducción y legitimación 
de formas arbitrarias, ilícitas, ilegales y violatorias de derechos humanos, las cuales desde el 
punto de vista institucional se evidencian en malos tratos y torturas, las detenciones arbitrarias 
o las ejecuciones extrajudiciales (Aguirre , 2014, pp. 3,4). 
 
A modo de ejemplo, es posible reproducir un relato hecho por otro autor sobre uno de tantos 
casos reales de falsos positivos ocurridos en Colombia, donde narra que, en septiembre de 2008, 
16 madres del municipio de Soacha recibieron los cadáveres de sus hijos. Todos desaparecieron 
el primer semestre de ese año y ‘aparecieron’ como muertos en combate en Ocaña, Santander. 
Sus familias estaban convencidas de su ejecución Los responsables de su desaparición forzada 
y posterior ejecución extrajudicial pertenecían a la Brigada Móvil No. 15 y al Batallón de 
Infantería No. 41 General Rafael Reyes del municipio de Cimitarra de la Quinta Brigada, 
adscritos a la Segunda División del Ejército Nacional (Marin , 2016, p. 12). 
 
Es claro precisar que, en la fecha indicada, septiembre de 2008, 16 madres del municipio de 
Soacha tuvieron la infausta noticia de recibir los restos mortuorios de sus hijos, que tenían como 
patrón común haber desaparecido el primer semestre de ese año y luego aparecer en Ocaña, 
Santander, como guerrilleros dados de baja en combate, pero para sus familias tenían la firme 
convicción de que fueron ejecutados. De tales ejecuciones extrajudiciales, previa su desaparición 
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forzada, se señaló a la Brigada Móvil No. 15 y al Batallón de Infantería No. 41 General Rafael 
Reyes del municipio de Cimitarra de la Quinta Brigada, pertenecientes a la Segunda División 
del Ejército Nacional. 
 
Tan cierto fue este execrable hecho, que las investigaciones de los organismos de control 
dieron sus resultados, originando un escándalo de proporciones inalcanzables en la cúpula 
militar, porque produjo la destitución de 27 militares –3 generales y 11 coroneles–, la salida del 
General Mario Montoya, comandante del Ejército, y fue solo la punta del iceberg de una página 
negra para las Fuerzas Armadas. Hoy se cuentan cienos de investigaciones y se calcula que, 
entre 2002 y 2010, hubo unas 3.500 víctimas de ejecuciones extrajudiciales en Colombia, más 
del 80 por ciento como falsos positivos (Marin , 2016, pp. 12, 13). 
Evidentemente, para tal caso la fuerza pública tuvo una activa participación, tanto que 
condujo a la destitución de 27 militares de alto rango entre generales y coroneles–, la baja del 
mismo comandante del ejército, General Mario Montoya, y fue solo un atisbo de toda la gran 
responsabilidad de las fuerzas armadas en el tema de los falsos positivos y otros crímenes de 
lesa humanidad, tanto que hoy en día hay muchos casos en periodo de investigación penal, 
calculando que entre 2002 y 2010, hubo unas 3.500 víctimas de ejecuciones extrajudiciales en 
Colombia, cercana a 3500 o más del 80 por ciento falsos positivos, por lo cual se reitera que en 
los dos periodos de gobierno de Álvaro Uribe Vélez fue donde más notoria se hizo esta conducta 
criminal y así lo ratifican tanto los autores citados sobre el tema como las estadísticas que 
posteriormente se reproducen. 
 
Pese a ello, a que la responsabilidad del Estado es clara en estos falsos positivos, lo más 
lamentable es que el presidente de la época tuvo es descaro de negar que los militares tuvieran 
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alguna participación en estos abominables hechos, sumado a que el Fiscal General de la Nación 
afirmó que los jóvenes desaparecidos en Soacha, fueron dados de baja en combate”. Algo 
lamentable, porque justifica los hechos, exime a los militares involucrados en la investigación y 
denuncia que varios abogados pagados por organizaciones internacionales, con tendencias 
ideológicas, que no permitió cotejar las conductas y el ordenamiento jurídico en forma 
imparcialmente (Marin , 2016, p. 15). 
 
En tal caso, el presidente Uribe tuvo el cinismo de ratificar las afirmaciones del por entonces 
Fiscal General de la Nación, quien afirmó las desapariciones de Soacha fueron baja en combate, 
justificando los hechos, exonerando a los militares allí investigados y tuvo el coraje de denunciar 
que un grupo grande de abogados pagados por organizaciones internacionales, con tendencias 
ideológicas, que les nubla el examen de las conductas investigadas frente al ordenamiento 
jurídico de modo imparcial, demostrando odio y carga ideológica, y que estaban prestos a servir 
como medios para hacer falsas imputaciones a la Fuerza Pública. 
 
Sin embargo, tan falaces afirmaciones no tienen razón de ser dado que la llamada Política de 
Seguridad Democrática- PSD no era en si mecanismo de específico de fortalecimiento del 
sistema judicial como control de las fuerzas militares, quienes según ellos acatarían las leyes y 
no tenían control del aparato judicial, vacío de poder que marca el nexo entre la PSD y el 
aumento de los falsos positivos, tanto que la PSD propuso al Congreso, en 2003, un estatuto 
antiterrorista de fortalecimiento de las Fuerzas Armadas para conformar unidades especiales, 
con personal de fiscalía y a fuerza pública, facultando a soldados realizar levantamiento de 
cadáveres, interrogar sospechosos y recaudar pruebas contra detenidos, propuesta que 
afortunadamente no prospera ante Corte Constitucional en 2004, porque avalaba abusos de la 
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fuerza pública y violación de derechos fundamentales y tratados internacionales firmados por 
Colombia. Y porque según la oposición conducía hacia el autoritarismo, el abuso y las 
arbitrariedades por parte de la fuerza pública, de haberse aprobado los resultados en materia de 
falsos positivos hubieran sido aún más desastrosos con todo ese poder otorgado a las fuerzas 
militares (Cardenas & Villa, 2012, p. 65). 
1.7 Los Falsos Positivos en Cifras 
 
Luego de examinar tanto la estructura como modalidades y el rol del Estado en el tema de 
los falsos positivos, resulta conveniente enunciar algunos datos estadísticos recopilados, para 
poder comprender la envergadura del problema. En primera medida un estudio de la Pontificia 
Universidad Javeriana señala que según el CINEP (Centro de Investigación pasa la Educación 
Popular) la cantidad de víctimas fueron 1613 entre 1990 y 2009. La Fiscalía, reporta 2799 
víctimas, mientras que la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de la ONU 
habla de 3000 víctimas entre 2004 y 2008 (Cardenas & Villa, 2012, p. 2). 
 
Del mismo modo, la Fiscalía General de la Nación FGN, 2015), en el documento denominado 
“Desempeño de la Fiscalía General de la Nación: una mirada desde los indicadores (2008-
2015)”, presenta un informe de la actividad de esa entidad en distintos delitos, entre ellos los 















Fuente: F.G.N, (2015) 
De la lectura de la tabla se puede colegir que, para marzo de 2016, la Fiscalía General de la 
Nación tenia a cargo 4799, casi 4800 procesos por falsos positivos, de los cuales más de 15.000 
personas ya habían sido imputadas por estos delitos, es decir que las cifras rebasan las 3.000 
víctimas a las que se refiere Cardenas & Villa, (2012), partiendo de la base que mínimo había 
una víctima por proceso. 
Tal como queda expuesto, para el CINEP son estruendosas las cifras conocidas en Colombia 
para falsos positivos tanto que fueron reportadas entre 1990 y 2009 un número de 1613. 
Oficialmente la Fiscalía suministro como información 2799 víctimas, por su parte la Oficina del 
Alto Comisionado para los Derechos Humanos de la ONU indica la ocurrencia de 3000 víctimas 
entre 2004 y 2008. Se dice igualmente que la tasa promedio de falsos positivos por cada 100 mil 
habitantes se incrementó del 154% pasando de 0,11 % en la década comprendida entre 1990 y 
1999 a 0,28% entre 2000 y 2009, que la tasa de guerrilleros dados de baja aumento en 52% pasando 
de 1,96 en la década de los noventas a 2,99 en la siguiente década. En términos absolutos el número 
de falsos positivos pasa de 393 a 1220 entre las mismas dos décadas mientras que el número de 





De modo que la tasa promedio de falsos positivos por cada 100 mil habitantes se aumentó en 
un 154% pasando de 0,11 entre 1990 y 1999 a 0,28 en la década comprendida entre 2000 y 2009, 
pero tal incremento fue paralelo con la tasa de guerrilleros dados de baja, la cual aumento en 
52% pasando de 1,96 en la década de los noventas a 2,99 en la década de 2000 a 
2010,precisamene en los periodos de gobierno Andrés Pastrana y Álvaro Uribe, lo cual si se un 
poco más analítico se entiende tomando palabras de Marín Corrales, entre 2002 y 2010, hubo 
unas 3.500 víctimas de ejecuciones extrajudiciales en Colombia, se puede fácilmente deducir 
que el 80% o más de esos guerrilleros puestos fuera de combate se trataron de falsos positivos, 
y que el hecho está reflejado en el número de falsos positivos que paso de 393 a 1220 en esas 
dos décadas, paralelo al número de guerrilleros dados de 7218 a 12302 en el mismo periodo, 
es decir a esta cifra corresponde tomarle un 80% como falsos positivos, porque no eran acciones 
militares reales sino ficticias y así se vislumbra de la literatura antes reproducida. 
 
Otra estadística que refleja la condición social de las potenciales víctimas de falsos positivos, 
se refleja en que la población campesina e indígena subió de un 41.7% de ejecuciones 
extrajudiciales en 2002 a un 72.6% en el 2005. De 2006 en adelante e incentivados por la oferta 
de recompensas económicas a fines de 2005 por baja de miembros de organizaciones ilegales, 
acelero la casuística tanto que se produjeron2.102 víctimas durante este período, posteriormente 
estas se urbanizan hacia jóvenes marginados de grandes ciudades, porque para el 2005 el 62.3% 
de las víctimas eran campesinos y el 10.3% eran indígenas, en 2008 el porcentaje de campesinos 





Lo anterior, entre 2002 a 2005, durante el mandato Uribe Vélez, la población campesina e 
indígena pasó de un 41.7% al 72.6 % de las víctimas de ejecuciones extrajudiciales o falsos 
positivos, lo cual refleja la indolencia de los autores de estos delitos en hacer aparecer a personas 
inocentes como alzados en armas y dados de baja en combate. Ya a partir del 2006 al 2008 y 
gracias a los estipendios económicos ofrecidos a fines de 2.05, por el mismo gobierno por bajas 
en combate, se incrementaron notoriamente las ejecuciones extrajudiciales en el país y se tiene 
noticia de 2.102 víctimas durante este período. Posteriormente ya se comienzan a escoger 
víctimas en áreas urbanas, tomando como muestras a jóvenes de bajos estratos en zonas 
deprimidas de las ciudades, por lo que para 2005 el 62.3% de las víctimas se trataban de 
campesinos y el 10.3% eran indígenas, como consecuencia de los premios económicos para 
2008 baja el porcentaje de campesinos a 36.8% y el de indígenas a un 6.6%. 
 
Según un informe de Human Rights Watch, (2015), la Fiscalía General de la Nación a través 
de sus unidades de Derechos Humanos, tiene a cargo numerosas investigaciones por falsos 
positivos o ejecuciones extrajudiciales, se tiene que La Unidad de Derechos Humanos de la 
Fiscalía investiga más de 3.700 presuntas ejecuciones extrajudiciales perpetradas por agentes 
del Estado entre 2002 y 2008, la mayoría de los casos ejecuciones por falsos positivos, atribuidas 
a miembros del Ejército, las cuales entre 2002 y 2008 se produjeron en 27 de los 32 
departamentos de Colombia, presuntamente imputables a más de 180 unidades tácticas adscritas 
en todas las brigadas del Ejército y las siete divisiones de ese entonces. Para 2015, el Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos dijo la cantidad total de 
víctimas de falsos positivos podían ser 5.000 (Human Rights Watch, 2015, p. 26). Esta cifra 
incluso puede ser mucho más superior, si se tiene en cuenta la información suministrada por el 
diario británico “The Guardián“, el cual reporta 10.000 ejecuciones extrajudiciales en Colombia 
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durante esos 8 años, la cual toma del libro ‘Ejecuciones extrajudiciales en Colombia 2002-2010’, 
escrito precisamente por dos ex coroneles de la policía Omar Eduardo Rojas y Fabián Leonardo 
Benavides. (Pulzo, 2018). 
 
Así, este informe arroja cifras escabrosas, en la medida que se llevan a cabo más de 3.700 
presuntas ejecuciones extrajudiciales perpetradas tan solo por agentes estatales entre 2002 y 
2008, y explica la publicación la mayoría se trata de falsos positivos ejecutados por el Ejército, 
ejecuciones que fueron llevadas a cabo en entre 2002 y 2008 en 27 de los 32 departamentos 
de Colombia, es decir casi en todo el país, se sindica de ellas a más de 180 unidades tácticas 
militares, pertenecientes a casi la totalidad de siete divisiones de todas las brigadas del Ejército 
para la época, lo que conduce a pensar que todo el ejército tenia responsabilidad en las 
denominadas ejecuciones extrajudiciales en la modalidad de falsos positivos, que operaban 
dentro de cada una de las siete divisiones que existían en ese entonces. Ya en 2015, el Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sentencio que casi todas las 
víctimas de falsos positivos podían ser casi 5.000. 
 
Cardenas & Villa, (2012) indican que la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho 
Internacional Humanitario de la Fiscalía General de la Nación para 2010 asumió 1273 
investigaciones para estos hechos, con un total de 2.077 víctimas, 122 de ellas mujeres y 59 
menores de edad en 29 departamentos, de donde se deduce que este material estadístico no 
representa hechos aislados. 
 
De lo anterior se colige que esta dependencia de la fiscalía lleva una alta cifras de 1273 
investigaciones por 2077 víctimas de falsos positivos, en 29 de los 32 departamentos del país, 
no son casos ficticios, son casos reales, y no se trata de hechos individuales o insulares, de los 
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cuales según se ha venido replicando tienen alto compromiso de responsabilidad muchos 
miembros de las fuerzas armadas, entre ellos militares de alto rango. 
Otro interesante ensayo publicado en el Banco de la Republica ofrece cifras similares sobre 
el tema de los  falsos  positivos,  tanto  que se indica la  tasa promedio  de falsos  positivos por 
cada 100.000 habitantes se incrementó del 154%, porque de 0,11% entre 1990 y 1999 sube 0,28% 
entre 2000 y 2009. Igual incremento ocurre en el porcentaje de guerrilleros dados de baja pues 
aumentó en 52% pasando de 1,96% en los años noventa a subir a 2,99% en la década 2000. Es 
decir que la cantidad de falsos positivos pasa de 393 a 1.220 entre la década 1900 a la 2000, el 
número de guerrilleros dados de baja sube de 7.218 a 12.302 en el mismo período. Lo anterior 
indica el aumento de la intensidad del conflicto en esas dos décadas así como el inusitado 
incremento de la victimización de la población civil por el mecanismo de los falsos positivos 
(Cardenas & Villa, 2012). 
 
1.8 Violencia en Colombia y Falsos Positivos 
 
En Colombia mucho se ha dicho acerca de la violencia, y existen muchos estudios académicos 
y científicos sobre el tema, para efectos de la temática analizada es necesario reproducir apartes 
del concepto, aplicado al asunto de los falsos positivos. Se dice que la violencia tiene un papel 
en la sociedad , de función central en la configuración y estructuración social, que mirada 
instrumentalmente, representa para agresores y agredidos, una fuente de oportunidades, de 
movilidad y reacomodamiento político y social, despojándola de su carácter distorsivo y 
perturbador y elevándola bajo determinadas normas y regulaciones, como política de control 
social y político sumamente eficaz y rentable que no incide en otras manifestaciones de tipo 





En este orden de ideas, la violencia tiene un rol social mirando desde la óptica de la 
conformación y estructura de la sociedad, es un instrumento que representa una fuente de 
oportunidades para moverse y reacomodarse socialmente, deja de lado su carácter distorsivo o 
perturbador para al momento de regularse normativa e institucionalmente, aparece como una 
práctica social, política y jurídica justificada y sumamente rentable para los intereses de quien 
la ejecuta, y lo peor del caso, ya reconocida no evita para nada otras formas de manifestación 
democráticas, así suene algo irónico y fuera de sentido, porque con su uso se llega al poder y se 
reprime los opresores de determinado régimen de gobierno. 
 
Por otra parte, la violencia no es un proceso inconexo, tiene causas que la originan y una 
intención específica, conectada en pautas de intencionalidad, pero no se desconoce que muchos 
de los actos violentos, conducen a que con exacerbación esta resulta medio eclipsante de sus 
fines. En general la esencia innecesaria, arbitraria y caprichosa de las acciones violentas de los 
grupos e individuos involucrados se hace característico en la identificación del conflicto 
colombiano. (Ortiz, 2011, p. 140). 
De acuerdo con lo anterior, la violencia no son hechos insulares sino un proceso violento que 
tiene sus motivaciones y las intenciones por las cuales se lleva a cabo, y que sus actores asumen 
un rol contingente en sus actos, algunos de los cuales son excesivos y sin límites, lo que hace 
que los fines de la violencia sean olvidados, es donde su característica de innecesaria sale a flote, 
por ser innecesaria, arbitraria y caprichosa, tanto a nivel individual como colectivo. Que para el 
caso identifica plenamente el proceso colombiano, donde la violencia es desmedida y 
exacerbada, pues en esencia no tiene un claro fin estratégico o ideológico, más bien se enfoca a 





Según un documento de la Federación Internacional de Derechos Humanos, presentado en 
marzo de 2010, ante el Consejo de Derechos Humanos, existe relación directa entre las 
ejecuciones extrajudiciales por falsos positivos y la PSD del presidente Álvaro Uribe Vélez a 
partir del año 2002. Documentalmente se prueba que estos casos empezaron a subir en forma 
alarmante en Colombia a partir de 2004, y que, a consecuencia del despliegue mediático por los 
falsos positivos de Soacha, hizo que el gobierno a partir de 2008 tomara medidas para reducir 
las ejecuciones extrajudiciales. Pese a ello, el Observatorio de Derechos Humanos de la 
Coordinación Colombia Europa Estados Unidos, CCEEU atribuye 3.345 ejecuciones 
extrajudiciales a la Fuerza Pública entre 2002 y 2008 y en su informe de 2010, la Oficina en 
Colombia de la Alta Comisionada de Naciones Unidas para los Derechos Humanos calculo en 
más de 3.000 personas las víctimas de ejecuciones extrajudiciales, a manos del Ejército y 
muchas entre 2004 y 2008”. (Federación Internacional de Derechos Humanos FIDH, s,f, p. 8) 
 
Es tan delicada la situación en materia de violación de derechos humanos en Colombia, que 
documentos del Archivo Nacional de Estados Unidos por la National Security Archive de 
Washington D.C, prueban que la práctica de las ejecuciones extrajudiciales no es nueva, es 
costumbre de antaño en el Ejército colombiano”. La idea era ganar la guerra dando de baja a la 
guerrilla”, inflando el conteo de muertos matando civiles”. Este caso fue alertado desde 1990, 
por la Embajada de Estados Unidos, sin embargo, las violaciones a los derechos humanos, los 
falsos positivos y la colaboración con los grupos paramilitares, se incentivó para subir las 
estadísticas de bajas de guerrillero en tal sentido la PSD tiene enorme deuda del Estado 
colombiano en Derechos Humanos. Se toma como referencia el caso del General Rito Alejo del 
Río, el denominado “Pacificador de Urabá”, quien fue “desagraviado” en 1999 por el propio 
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Uribe Vélez y exonerado de toda responsabilidad por la fiscalía, no obstante, los claros 
señalamientos y pruebas en su contra r, pero es clara muestra que pasa con los Derechos 
Humanos en plena “Seguridad Democrática”. 
Se espera que testimonios como los de Mancuso y Velosa, jefes paramilitares en Córdoba y 
Urabá, que engrosan el expediente de más de 9.500 folios de mínimo 1.700 crímenes perpetrados 
en Jiguamindó y Curvaradó, Vigía del Fuerte, Pavarandó, Cacarica, San José de Apartadó y 
Dabeiba, cuando Del Río estuvo en la Brigada XVII, y están en la impunidad. (Atehortúa & 
Rojas, 2009) 
 
Sobre este celebre militar, hay que actualizar su información judicial en la medida que Rito 
Alejo del Río, según información del Diario el Heraldo, fue condenado a 25 años de prisión por 
la muerte del dirigente chocoano Marino López, en hechos ocurridos en el año 1997, para la 
fecha de la nota de prensa 27 de septiembre de 2017 quedo en libertad condicional luego de 
acogerse a la Jurisdicción Especial para La Paz (JEP). Es acusado de asociarse con grupos 
paramilitares de Urabá cuando comando la Brigada 17 del Ejército Nacional en esa zona del país 
y es investigado por la masacre de Mafpiripán, ocurrida en julio de 1997. (El Heraldo, 2017). 
 
Otro trabajo académico de la Universidad Libre tilda a los “falsos positivos” como fuerza de 
muerte y protección negativa de la vida durante la denominada PSD política de “seguridad 
democrática” eje del primer mandato Uribe Vélez (2002- 2006) y gubernamental en su segundo 
gobierno(2006- 2010).Se caracterizaba por muerte legitimadas en un discurso de seguridad para 
vivir en democracia, se ejecutaron civiles por las fuerzas militares, se presentaron a los medios 
como guerrilleros dados de baja en combate; como “positivos” en términos militares. La muerte 
en estas circunstancias de estas personas, implica un régimen de terror y dominio por la muerte, 
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una “forma segura de vida” ofrecida por el gobierno a sus ciudadanos, como muestra evidente 
de los dispositivos de control ejercidos desde un discurso del poder hegemónico preservando y 
asegurando la democracia como forma de gobierno; mediante la muerte como estilo de vida. 
(Carmona, 2013, p.p. 41,42). 
 
Es tan delicada la situación de los falsos positivos en Colombia, que según narra el 
Observatorio de Derechos Humanos y Derecho Humanitario, en su informe de agosto de 2014, 
indica que desde hace ya 5 años, es decir en 2.009, el Relator de Naciones Unidas sobre 
Ejecuciones Extrajudiciales determino que había demasiados asesinatos de falsos positivos, para 
creerlos incidentes aislados de algunos soldados o unidades renegados, o “manzanas podridas” 
Por otra parte ante la falta de voluntad para avanzar las investigaciones que develen la estructura 
responsables de esta práctica, procesarlos y sancionarlos por este exterminio, son trabas para la 
no repetición de los crímenes, hay falta de garantías para que las victimas ejerzan su derecho a 
obtener la verdad, la justicia y reparación por estos crímenes de responsabilidad del Estado. Por 
ello el país está bajo lupa de la Fiscalía de la Corte Penal Internacional, que en su informe de 
2011 constata existe fundamento suficiente para creer que los falsos positivos se estructuraron 
conforme a política adoptada en ciertas brigadas de las fuerzas armadas, como política del 
Estado o de una organización para cometer esos crímenes. ( Observatorio de Derechos Humanos 
y Derecho Humanitario., 2014, p. 5). 
 
Ahora bien, el interrogante responde a cuál será a futuro el destino de las investigaciones 
judiciales en Colombia por ‘falsos positivos’, perpetrados antes, durante y después de los dos 
periodos de política de seguridad democrática, en vigencia de la Jurisdicción Especial de Paz 
(JEP). Según Bonilla, (2017) autora de esta publicación académica, señala que estos crímenes 
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no pueden ser conocidos por esta justicia especial, por resultar discriminatorio, pues se trata de 
‘bajas’ de la población civil, y lo reducen a un mecanismo económico y político como la Jep y 
se trata de un delito de lesa humanidad. 
 
Se discute entonces que tanto la JEP como la Ley de Amnistía expresamente prescriben bajo 
ningún fundamento se puede amnistiar ni indultar los delitos de lesa humanidad, los crímenes 
de guerra, la privación grave de la libertad, la tortura, las ejecuciones extrajudiciales, la 
desaparición forzada ni delitos cometidos en contexto o motivados por beneficio personal, 
propio o un tercero (Congreso de la República, 2016, pág. art. 23). Bajo este marco jurídico, 
hasta tanto no se emita la primera decisión de la JEP que esclarezca si las ejecuciones 
extrajudiciales son hechos cometidos o no en el marco del conflicto armado y si son o no 
competencia de la justicia especial. (Bonilla, 2017, p. 92) 
 
De este modo, no se puede dejar mencionar que desde el plano académico se le da poca o 
ninguna relevancia al tema de los falsos positivos. Se trata de Borda Gallón, lógicamente un 
estudiante de una universidad militar, el cual al referirse a la incidencia de la política de seguridad 
democrática en el tema de derechos humanos, indica su relevancia con insignificancia porque 
tan solo la ve como abuso del poder por ciertas instituciones que no entendieron tal la política, 
argumentado la corrupción fue la causante de ese desarrollo y reflejada en los falsos positivos, 
como medio de presión por combatir y obtener resultados de seguridad, presión denominada 
body count o conteo de cuerpos, pero no es posible generalizar sobre el modelo por algunas 
fallas de instituciones, pero eclipsa la política porque según el trajo la calma a todo el territorio 
y que se forjaran relaciones multilaterales para controlar la seguridad, y conocer el concepto de 





2 Responsabilidad Administrativa del Estado en las Desapariciones Extrajudiciales 
 
2.1 Responsabilidad Extracontractual Del Estado 
 
2.1.1 Falla probada del servicio 
 
Este es el sistema predominante como el imputable en el régimen común de la 
Responsabilidad Estatal, para considerar la responsabilidad estatal en materia de falsos 
positivos. El Consejo de Estado y otros Tribunales lo han aplicado reiteradamente en su 
Jurisprudencia 
2.1.2 Elementos Constitutivos. 
 
Los elementos que constituyen la falla probada del servicio son esencialmente la falla 
probada del servicio, el perjuicio y el nexo causal entre ambos, que a continuación se explican 
en su orden. 
 
Por Falta o falla del servicio se entiende por el hecho dañoso causado por la violación de las 
obligaciones del Estado, derivadas de textos legales específicos como los son las leyes, 
reglamentos o estatutos que establecen tales obligaciones y deberes del Estado y sus servidores, 
o de deberes específicos impuestos a los funcionarios y el Estado, o de la función genérica que 
este tiene y como tal la consagra la Constitución Política en el artículo 2, que señala las 
autoridades de la república deben proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su 
vida, honra y bienes, creencias y demás derechos y libertades y para asegurar el cumplimiento 
de los deberes sociales del Estado y de los particulares (González, 2015, P. 10). 
 
Este elemento es clave para establecer cualquier tipo de responsabilidad estatal, en este caso, 
se trata de un hecho dañoso originado por la violación de la obligación estatal contenida en la 
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Constitución Política, en las leyes, reglamentos o estatutos que le fijan obligaciones y deberes 
tanto al Estado, como a sus servidores, deberes tanto generales como específicos, o también de 
la función genérica que tiene el Estado y se encuentra consagrada en la Constitución Política en 
el artículo segundo constitucional, que señala a las autoridades de la república la obligación o 
función de proteger vida, honra y bienes, creencias y demás derechos y libertades a todas las 
personas residentes en Colombia, y garantizar el cumplimiento de los deberes sociales del 
Estado y de los particulares. 
Por otro lado, respecto del perjuicio se tiene que se constituye en el menoscabo o mengua 
que padece el patrimonio de una persona (perjuicio patrimonial) y/o en las lesiones que sufren 
sus bienes extra patrimoniales, representadas en el daño moral, daño fisiológico o en las 
alteraciones en las condiciones de existencia (daños en la vida–relación) (Gonzalez, 2015, P. 
11). Luego entonces, el perjuicio es el detrimento patrimonial en que resulta menguada una 
persona, es decir un perjuicio patrimonial, en su propio presupuesto, o los daños que reciben sus 
bienes extra patrimoniales, que pueden recibir afectaciones de tipo moral, fisiológicos o 
variaciones en las condiciones de existencia, que se conocen como daños en la vida-relación. 
 
En consecuencia, se debe también configurar el nexo causal que se considera que, entre la 
falla y el perjuicio, o sea entre la falla alegada y demostrada y los perjuicios experimentados y 
probados, hay un nexo directo, y que por tano no se puede suponer que exista daño sin falla, ni 
que sin esta no sea producido el daño (Gonzalez, 2015, P. 11). 
Finalmente, este es el hilo conductor entre la falla probada y el perjuicio sufrido, resaltando 
que la falla debe ser demostrada, y los perjuicios sufridos y probados, la relación ha de ser tan 
fuerte, que no puede coexistir uno sin la presencia del otro y correlativamente, es decir que el 
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daño sea consecuencia de la falla y viceversa, que sin producirse la falla no ocurra el daño o, 
por el contrario, que al ocurrir esta consecuencialmente se perpetra el daño. 
2.2 Falsos Positivos en la Doctrina. 
 
En primer lugar, toca precisar que el conflicto armado se ha exteriorizado desde la 
normatividad interna, hacia la normatividad internacional, pues está involucrado en su desarrollo 
temas relacionados con la violación a derechos humanos y al derecho internacional humanitario, 
por toda clase de crímenes atroces cometidos en medio de la confrontación, entre ellos los falsos 
positivos. La doctrina ha considerado que el conflicto armado colombiano, ha superado con 
creces el marco normativo interno por violaciones a derechos  humanos  en el tema de 
desapariciones  forzadas, la muerte de civiles señalados como dados de baja en combate es decir 
falsos positivos, así como los restantes actos de violación al DIH, como masacres y desapariciones 
forzadas, donde el Estado, superando su posición de garante, ha utilizado la misma fuerza 
pública, para ser el agente responsable por daños antijurídicos por cuenta de esas actuaciones 
licitas o ilícitas, cuando debió proteger la vida, honra y bienes de esas personas. (Echeverria, 
2011, P. 10). 
 
Estos argumentos conducen a señalar que ante la presencia de actos criminales desapariciones 
forzadas, la muerte de civiles imputados como dados de baja en batalla o falsos positivos y 
demás actos que representan violación al DIH , como masacres y desapariciones forzadas, han 
traspasado las fronteras de la normatividad interna, porque se ha cambiado ilegalmente el rol del 
Estado como garante de protección de derechos a la vida, honra y bienes de los colombianos, al 
de un actor determinante para la violación sistemática y persistente de los derechos humanos y 
el derecho internacional humanitario, con la intervención de la fuerza pública, la cual en sus 
actividades u operaciones militares ocasiona grave daños antijurídicos a los ciudadanos, como 
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consecuencia de conductas licitas o ilícitas, que en condiciones normales no debieron permitir 
que sucedieran. 
 
El mismo quebrantamiento de derechos humanos según el Consejo de Estado es posible 
producirlo por agentes estatales en sus diferentes órganos, ora por acción o por omisión, de donde 
estas conductas son un incumplimiento de las obligaciones que el Estado tiene ante la comunidad 
internacional, comprometiendo su responsabilidad, tanto en el ámbito interno como 
internacional. Se recomienda al Juez de lo Contencioso Administrativo verificar si se configura 
o no la responsabilidad de la Administración en cada caso particular sin importar el título de 
imputación usado. (Echeverria, 2011, P. 11). 
 
Es la jurisprudencia del Consejo de Estado que ha sostenido que cuando se conculcan los 
derechos humanos, por el Estado a través de alguno de sus organismos o servidores, lo pueden 
hacer tanto por acción como por omisión, las conductas que representan la infracción dimanan 
lógicamente en un incumplimiento de las obligaciones que el Estado Colombiano tiene respecto 
a la comunidad internacional, puede ser motivo de imputación de responsabilidad, tanto 
internamente como en el contexto internacional. Por tanto, el juez de lo Contencioso 
Administrativo debe valorar la existencia de los instrumentos de derecho internacional, cuando 
examine si se tipifica o no la responsabilidad de la Administración en cada caso en específico, 
sin importar cual fuere el título de imputación empleado. 
 
Otro tratadista pone en evidencia que la jurisprudencia del Consejo de Estado se ocupa de la 
responsabilidad estatal por falsos positivos, explicando que en el país en forma recurrente, las 
fuerzas armadas del Estado han recurrido a, la práctica de segar la vida a personas ajenas al 
conflicto armado y lo que es peor, en estado de indefensión, luego las presentan ante las 
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autoridades y medios de comunicación como bajas ocurridas en combate, incurriendo en la 
conducta delictiva conocida como “falsos positivos” (Mendoza & Batista, 2014, P. 18). 
 
En consecuencia, la line jurisprudencial del Consejo de Estado advierte que en el país se ha 
presentado frecuentemente, por las fuerzas armadas, la nociva e irregular practica estatal de 
segarle la vida a individuos que nada tienen que ver con el conflicto armado y lo que es peor, 
son ajusticiados en condiciones de indefensión, para posteriormente hacerlos aparecer ante las 
autoridades y la prensa como caídos en combate y como alzados en armas, lo cual se ha conocido 
en el argot tanto jurídico como periodístico como “falsos positivos”. En tal sentido, el alcance 
de estos falsos positivos es tan delicado, porque como la conducta no está taxativamente 
tipificada en el código penal ni en ninguna norma extrapenal, es necesario darle tratamiento 
como homicidio con fines terroristas, de modo que la ejecución extrajudicial en esta modalidad, 
tal como se ha venido argumentado, tiende a quedar impune. 
Ante este delicado panorama, varias organizaciones de derechos humanos pretenden aspirar 
sanción por vía de la Corte Penal Internacional, porque acorde con el Estatuto de Roma, la CPI 
puede actuar subsidiariamente, porque el país tuvo la oportunidad de impartir justicia y condenar 
a los responsables de crímenes de lesa humanidad, como falsos positivos, de modo que la puerta 
más fácil para que se acabe la impunidad en el país, puede ser la justicia de la corte penal 
internacional (Nieto, 2010, P. 127). 
Con base en lo anterior, de conformidad con la impunidad de que da cuenta la ONU, son varias 
organizaciones de derechos humanos las que aspiran hacer que la Corte Penal Internacional 
(CPI) se ocupe del caso, acorde con los lineamientos del Estatuto de Roma, para que ella 
intervenga para aplicar justicia subsidiariamente y como ejemplo, cuando se perpetraron en el 
55 
 
país crímenes de lesa humanidad, como los falsos positivos, pero no fue posible emitir condena 
alguna, lo cual dejaría estos crímenes en la más perfecta impunidad, pero ese en estos casos 
donde precisamente actúa la Corte Penal internacional, para que estos delitos no queden sin 
castigo. 
Como se trata de víctimas de los falsos positivos, para el caso quienes deben ser objeto de 
reparación por el daño recibido son sus familiares, por tanto, se indica las pautas que en tal sentido 
se deben seguir para procurar indemnizar proporcionalmente al daño recibido, tomando como 
referencias que las reparaciones en sede judicial deben emplear una metodología individual a 
cada caso y deben resarcirse proporcionalmente a la violación sufrida, su gravedad y los daños 
padecidos. Por tanto, estas reparaciones judiciales, tienen estándares probatorios más exigentes, 
necesarios para la fijación de montos y los beneficios a conceder. Dada la jerarquía del juez y la 
estructura de la administración de justicia, estas medidas deben ser efectivas, aunque se 
condicionen al cumplimiento de las sentencias. Finalmente, las reparaciones de decisiones 
judiciales del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, tienden a ser integrales (Mejía, 
2017, P. 439). 
 
De acuerdo a lo anterior, las reparaciones judiciales son soportadas en una metodología que 
se aplica de acuerdo a cada caso, pero deben ser proporcionales a la violación perpetrada, su 
naturaleza, gravedad y los daños recibidos, por ello las reparaciones judiciales obligan a patrones 
probatorios más exigentes, con el fin de fijar el valor de indemnización y los beneficios que se 
concedan por tal fin. La jerarquía del juez y la conformación de la administración de justicia, 
tales medidas indemnizatorias pueden ser efectivas, a pesar de que en muchos casos se cumplen 
siempre y cuando acaten las sentencias. Ahora, la mayoría de reparaciones concedidas por el 





2.3 Jurisprudencia Constitucional 
 
En materia de los falsos positivos, la Corte Constitucional ha tenido a bien pronunciarse, pero 
especialmente reconociendo la calidad de víctima, categoría dentro de la cual se incluyen los 
familiares de quienes fueron afectados por falsos positivos y su espíritu respecto de quien debe 
reconocerse, para lo cual ha construido una sólida línea jurisprudencial que inicia con la 
Sentencia C-253A/12, Referencia: expedientes D-8643 y D-8668, de fecha 29 de marzo de 2012. 
En este fallo, la Corte indica que es la ley que señala como víctimas a quienes individual o 
colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1º enero de 1985, por 
infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las 
normas internacionales de Derechos Humanos, perpetradas a consecuencia del conflicto armado, 
por tanto con base en este concepto sirve de orientación para fijar la población beneficiada de 
estas medidas especiales de protección, no dejando de lado reconocer la dignidad de estas 
personas (Sentencia C-253A/12, 2012). 
 
En todo caso esta decisión judicial indica que legalmente se ordena que tiene calidad de 
víctimas quienes individual o colectivamente hayan padecido un daño por hechos acaecidos 
desde el 1º enero de 1985, por infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de 
trasgresiones graves y evidentes a la normatividad internacional de Derechos Humanos, 
acontecidas por cuenta del conflicto armado, conceptualización que tiene tal connotación 
enfocada hacia la fijación de la población de quienes son favorecidos con medidas especiales de 
protección consagradas en la ley, siendo necesario iniciar con el reconocimiento de la dignidad 




La Sentencia C-781, referencia: expediente D-8997 de 10 de octubre de 2012, resulta algo 
contradictoria, porque en esencia excluye a una serie de víctimas de la esfera de protección de 
la ley de víctimas. Inicialmente se refiere a la situación de Colombia en materia de ejecuciones 
extrajudiciales y“ falsos positivos”, para colegir que esas víctimas podrían ser excluidas de la 
protección de la (Ley 1448, de 2011) por la redacción de la norma, la cual excluye las víctimas 
de crímenes de lesa humanidad, ejecuciones extrajudiciales, desaparición forzada, tortura, 
desplazamiento forzado y fumigación, violencia sexual y amenazas, cometidas en en Colombia 
dentro de la violencia sociopolítica” .y que considera como víctimas las únicamente las 
directamente afectadas del conflicto armado. (Sentencia C-781, 2012). 
En síntesis, en Colombia el tema de las ejecuciones extrajudiciales y los “falsos positivos”, 
puede considerar que excluye a las víctima de esos delitos de la esfera de protección de la (Ley 
1448, de 2011), gracias a la errada redacción de la norma demanda, la cual no incluye a las víctimas 
de crímenes de lesa humanidad, ejecuciones extrajudiciales, desaparición forzada, tortura, 
desplazamiento forzado y fumigación, violencia sexual y amenazas, perpetradas en Colombia, 
dentro del escenario de la violencia sociopolítica, y por tanto no aplican como víctimas, porque 
solo tendrían tal calidad aquellas directas del conflicto armado. 
 
La siguiente sentencia C-291, referencia: expediente D-6476, de abril 25 de 2007, se ocupa 
de la protección de las personas fuera de combate, soportada en normas de derecho internacional, 
de la cual salen exonerados si hacen parte de la confrontación, y exige que esas personas estén 
fuera de combate de conformidad con el artículo 3 Común de las Convenciones de Ginebra y en 
el artículo 7 del Protocolo Adicional II, son normas de derecho internacional consuetudinario 
aplicadas por los Tribunales Penales para Ruanda y Yugoslavia, según los cuales en el marco de 
conflictos armados internos, la protección del artículo 3 Común a las Convenciones de Ginebra, 
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ampara, a quienes por una razón u otra, no hacen parte de los combates. (Sentencia C-291, 2007). 
 
En consecuencia, es el Artículo 3 Común de las Convenciones de Ginebra y en el artículo 7 
del Protocolo Adicional II, las normas que finalmente consagran la protección de las personas 
que no intervienen en el combate, son disposiciones de derecho internacional consuetudinario, 
objeto de aplicación en los Tribunales Penales de Ruanda y Yugoslavia, que indican dentro de 
los conflictos armados internos, la protección allí descrita funciona en forma consuetudinario y 
en términos generales tiene cobertura a quienes por una y otra razón no participan directamente 
en los combates, pero si lo hacen pierden la protección especial que se les ha asignado y las 
demás garantías contenidas en el principio de distinción, y mientras dura su participación en el 
conflicto. 
 
2.4 Jurisprudencia del Consejo de Estado 
 
El Consejo de Estado ha sido prolífico con las decisiones sobre el tema de la responsabilidad 
estatal por falsos positivos. Ha consolidado desde 2001 una sólida jurisprudencia en la materia, 
que por razones de orden metodológico se podrá reproducir tanto los hechos como una síntesis 
de los argumentos de la respectiva decisión judicial. La primera decisión judicial radicado 12936 
de febrero 16 de 2001, narra cómo el 15 de marzo de 1992, miembros del Ejército nacional en 
un operativo militar dieron de baja a integrantes de las FARC en la vereda La Romelia, municipio 
de El Tambo, departamento del Cauca. Los militares accionaron indiscriminadamente sus armas 
de fuego de dotación oficial, al percatarse que Wilson Idrobo Montenegro, asistente a un evento 
deportivo los veía y corrió para salvarse, lo siguieron y le dispararon hasta asesinarlo. El Ejército 
nacional no podía atacarlo, incurriendo en exceso y abuso de poder al disparar sus armas de 
dotación oficial contra la comunidad. Idrobo Montenegro sufrió una agresión exagerada, recibió 
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heridas en la cabeza y el cuerpo que le dieron muerte, los oficiales no debieron ordenar disparar 
a los subversivos, sin razón ponderada entre la finalidad y los medios. (Consejo de Estado sala 
de lo contencioso Administrativo, 2001). 
 
Una de las más antiguas decisiones en la materia nos relata una clara situación de ejecución 
extrajudicial en la persona de Wilson Idrobo Montenegro, tan solo porque corrió para 
resguardarse y salvar su vida, pero fue imposible, porque fue objeto de seguimiento y posterior 
asesinato, precisamente con armas de dotación oficiales , siendo las lesiones exageradas, en 
cabeza y cuerpo, produciéndole la muerte, que es inexplicable porque la victima solo se dio a 
correr, no le fue encontrada arma o algún indicio de pertenecer a una agrupación al margen de 
la ley, por tanto los altos oficiales jamás debieron ordenar ubicar y dar de baja a la víctima, a 
quien confundieron con un subversivo, cumpliendo la orden sin un razonamiento ponderado 
entre la finalidad y los medios. 
La siguiente sentencia radicado 11940, de la Sección Tercera, de fecha 19 de abril de 2001, 
narra un caso similar de falso positivo ocurrido con dos hermanos campesinos, quienes fueron 
previamente detenidos por una patrulla del ejército y posteriormente ultimados a bala. Fue en 
las siguientes circunstancias: El 22 de marzo de 1993, los hermanos Zambrano Cifuentes 
salieron de la hacienda “El Jordán” hacia la finca del señor Giraldo. En el camino se encontraron 
con una patrulla del Ejército y fueron detenidos. Sus cuerpos sin vida se encontraron horas 
después, con impactos de arma de fuego. Fueron desvirtuados los informes militares y 
alegaciones de los participantes en el operativo militar indicando un enfrentamiento legítimo 
con guerrilleros del Ejército de Liberación Nacional (ELN), dándoles de baja a dos de sus 





En esta decisión judicial los hermanos Zambrano Cifuentes fueron ilegalmente ajusticiados 
argumentando eran dos insurgentes del Ejército de Liberación Nacional (ELN), portaban armas 
de fuego que jamás utilizaron contra nadie y menos contra el ejército, fueron retenidos, 
amarrados y posteriormente ultimados en condiciones de indefensión, recibieron tortura y 
múltiples lesiones con arma de fuego y objetos contundentes, los militares confesaron su 
ejecución extrajudicial y el Consejo de Estado los hallo responsable administrativamente por 
culpa directa y personal a los militares, relacionada directamente con el servicio, siendo este el 
título de imputación de responsabilidad endilgado. Fue uno de tantos crímenes de Estado. 
 
A continuación, en la sentencia radicado 15129, de 9 de junio de 2005, con ponencia de la 
Consejera de Estado Ruth Stella Correa Palacio, se expone el caso de unos campesinos que fue 
retenido mientras recogían café, en la vereda El Verver del corregimiento El Limón, municipio 
de Chaparral, Tolima, el 23 de mayo de 1994., Edilberto Soto fue capturado por el Ejército 
nacional recogiendo mientras con otros campesinos en la vereda El Verver del corregimiento El 
Limón, del municipio de Chaparral, Tolima. Los requisan e indagan sobre la presencia 
guerrillera. Ese mismo día el cuerpo de Edilberto Soto se encontró dentro de un cultivo de café 
con impactos de bala. El consejo de Estado concluyo que la operación militar se concentró en 
los campesinos, acusándolos sin fundamento de ser partícipes o auxiliadores de la guerrilla sin 
lograrse demostrar la causal de exoneración de culpa exclusiva de la víctima. (Rad. 15129, 
2005). 
Los campesinos fueron requisados para indagar sobre presencia guerrillera, uno de ellos 
Edilberto soto fue posteriormente encontrado muerto dentro de un cultivo de café y con impactos 
de bala, deduciéndose que la operación militar de requisa se centró en los campesinos, al 
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señalarlos sin pruebas de auxiliar o hacer parte de la guerrilla, siendo el ejército responsable y 
no demostrar que el hecho de sangre ocurrió por culpa exclusiva de la víctima, causal de 
exoneración que no sería invocable en este caso. 
 
La siguiente sentencia Radicado 16641, de la Sección Tercera, de fecha 11 de febrero de 
2009. narra otra ejecución extrajudicial y falso positivo, del que fueron victima los hermanos Luz 
Mireya y Misael Antonio Pérez Aguirre, en una carretera de la vereda de Sisvacá, de la 
jurisdicción del municipio de Aquitania, este hecho ocurrió el 11 de marzo de 1991, Luz Mireya 
y Misael Antonio Pérez Aguirre murieron como consecuencia del operativo militar realizado por 
el Batallón de Artillería N.º 1, Tarqui, con sede en Sogamoso, Boyacá, bajo la excusa de con el 
fin de capturar o dar de baja a seis subversivos, al parecer del Frente 38 de las FARC, que estaban 
armados y ubicados en una carretera de la vereda de Sisvacá, instalando artefactos explosivos. 
(Rad. 16641, 2009). 
Narrados los hechos por los cuales fueron retenidos y posteriormente ajusticiados los 
hermanos Pérez Aguirre, producto del operativo militar realizado por el Batallón de Artillería 
N.º 1, Tarqui, con sede en Sogamoso, Boyacá, argumentando la captura y muerte de 
supuestamente seis subversivos del Frente 38 de las FARC, quienes iban armados en la vereda 
mencionada, y se encontraba instalando artefactos explosivos, es posible concluir que el Consejo 
de Estado hallo responsable al Ejercito Nacional de dicho ajusticiamiento ilegal, fundándose en 
la falla en la prestación del servicio del Ejército nacional , porque los miembros del Batallón 
Tarqui usaron ilegítimamente las armas y actuaron si el amparo de los preceptos constitucionales 
y legales. Con su actuación condujeron a que el Estado colombiano se sustrajera a la obligación 
de índole tanto nacional como internacional de salvaguardar la protección de los derechos 





En la sentencia radicado 25000-23-26-000-1997-15002-01 (21103) , de la Sección Tercera, 
de fecha 19 de Septiembre de 2011, se pone en evidencia otro hecho en el cual se alega falso 
positivo que al parecer fue perpetrado en zona urbana de la ciudad de Bogotá y por la Policía 
Nacional, donde los demandantes argumentaron la ejecución extrajudicial a 7 personas, 
haciéndolos pasar como una banda de atracadores que pretendía asaltar los almacenes olímpica, 
ubicados en el centro comercial “Plaza de las Américas, el cual sucede así. El 17 de febrero de 
1996, efectivos de la Policía Nacional realizaron un operativo en el centro comercial “Plaza de 
las Américas”, para capturar una banda de asaltantes que, según informes de inteligencia, 
atracarían los almacenes “Olímpica” de ese lugar. A eso de las 7 p.m., la banda de asaltantes 
ingresó al parqueadero de los almacenes, se presentó un tiroteo con la policía que custodiaban 
secretamente el sitio, resultaron muertas siete personas, entre ellos Manuel Antonio Rueda 
Linares y Luis José León Forero, presentados por la entidad demandada como integrantes de la 
banda de atracadores . (Sentencia, 2011). 
 
Esta decisión judicial explica que en el operativo policivo fueron dadas de baja 7 personas, 
en medio de un enfrentamiento con la policía porque se presumía asaltarían en el centro 
comercial “Plaza de las Américas” a los almacenes Olímpica, se argumentó por los demandantes 
la existencia de un falso positivo por parte de la Policía nacional. Esta entidad resulto exonerada 
de responsabilidad porque se demostró que los occisos, cuyos familiares presentaron demanda, 
eran integrantes del grupo delincuencial, portaban armas que accionaron contra la policía, no se 
demostró que fueran sido víctimas de ejecución extrajudicial por la policía nacional ni que 
estuviera probada la falla del servicio invocada en la demanda contra la entidad estatal. De los 
fallos escogidos, este es el único donde el Estado resulta exonerado. 
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La siguiente decisión judicial plasmada en la sentencia radicado 20001 23 31 000 1999 00274 
01(21377), de la Sección tercera , de fecha 29 de Octubre de 2012, muestra el caso de otro falso 
positivo ocurrido contra una docente del municipio de Curumaní, Cesar: Ocurre a las A las 
5:30 a.m. del día 28 de agosto de 1997, la señora Omaira Madariaga Carballo, de 31 años de 
edad, se trasportaba en una motocicleta en compañía de Geovanny Caamaño Rojas y Abimael 
Solano Salazar, fue muerta por el Ejército Nacional, que la presento como guerrillera dada de baja 
durante un combate con una cuadrilla de la guerrilla del ELN, supuestamente en la vereda 
“Quebrada seca” del municipio de Curumaní –Cesar-.se declaró la responsabilidad de la entidad 
porque se demostró era una profesora de zona rural del municipio de Curumaní –
Cesar-, era reconocida en la comunidad, sin probar perteneciera a algún grupo armado. 
(Sentencia, 2012). 
 
Este fallo del consejo de Estado condena pecuniariamente por responsabilidad estatal a la 
Nación y al Ministerio de Defensa, porque se demostró que la víctima no era una guerrillera del 
ELN, sino una reconocida profesora dentro de la comunidad donde vivía, y que se desempeñaba 
como docente en zona rural del municipio de Curumani, Cesar, precisamente donde prestaba sus 
servicios, sin que se llegara a demostrar tenía algún tipo de nexo con grupos insurgentes. 
 
Otro caso casi que similar se presenta a continuación en la sentencia radicado 41001-23-31- 
000-1994-07654-01 (20601), de la Sección Tercera, de fecha 11 de septiembre de 2013, por 
hechos criminales sucedidos en el municipio de Tello, Huila. El domingo 28 de marzo de 1993, 
Ítalo Adelmo Cubides Chacón, de 22 años de edad, resultó muerto por acción de integrantes del 
Ejército Nacional, que lo presentaron como guerrillero dado de baja en un combate con una 
cuadrilla de la guerrilla de las FARC, supuestamente en la vereda “El Cadillo” del municipio 
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Tello, Huila. Después se establece que no era guerrillero y era un campesino conocido por 
personas de la región. (Sentencia, 2013). 
 
En el presente caso, la víctima fue presentada como guerrillero de las Farc dado de baja por 
el ejército, en un supuesto combate ocurrido la vereda “El Cadillo” del municipio de Tello, 
Huila. Dentro del proceso se estableció que se trataba de un humilde campesino conocido por 
personas de la región y no guerrillero y por tanto fue declarada la responsabilidad del estado por 
su ejecución extrajudicial, siendo este un caso más que ajusta al modus operandi del ejército en 
la comisión de estos falsos positivos. 
 
Seguidamente se relata en sentencia radicado 201885515001-23-31-000-1995-05276-
0119886, de fecha 27 de septiembre de 2013, el caso de otro campesino víctima de ejecución 
extrajudicial, ocurrido el 28 de marzo de 1995, en la vereda de Aguasal, municipio de Pauna-
Boyacá, donde a eso de las 7.00 am del 28 de marzo de 1995, Julio Arol Martínez Vargas, de 28 
años de edad, salió en su caballo a trabajar en labores de agricultura y aserrío de madera en fincas 
cercanas, pero resultó muerto por acción de integrantes del Ejército Nacional, quienes lo 
presentaron como un guerrillero dado de baja durante un combate con la cuadrilla XI de las 
FARC, ocurrido en la vereda de Aguasal, municipio de Pauna-Boyacá. . (Sentencia, 2013). 
 
Este fallo del Consejo de Estado se explica inicialmente en la relación fáctica de los 
hechos que dieron pie a la reclamación judicial en sede contencioso administrativa, en segundo 
lugar se dice que la imputación jurídica del daño, originado en el ejercicio de una actividad 
peligrosa del Ejército Nacional, durante una operación militar contra miembros de la cuadrilla 
XI de las FARC en la vereda de Aguasal, municipio de Pauna, empleando como título de 
imputación de responsabilidad estatal, el régimen objetivo del riesgo excepcional, porque el 
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demandante solo prueba el daño, el hecho dañoso y la relación o nexo causal entre ambos. Se 
concluye diciendo que el Ejército Nacional incurrió en falla del servicio, al realizar la ejecución 
extrajudicial de un campesino, conducta reprochable frente a las obligaciones del Estado de 
protección de la vida, la honra, los bienes, la dignidad y la integridad de los ciudadanos, se trata 
de una conducta tipificada en el derecho penal y proscritas por el derecho internacional de los 
derechos humanos y el derecho penal internacional. 
 
La siguiente sentencia emitida dentro del Expediente: 21 630 , Radicación: 19001-23-31-000- 
1993-00400-01, de la Sección Tercera, Subsección “B” de fecha 26 de Junio de 2014, narra la 
ejecución extrajudicial de 20 indígenas en la hacienda el Nilo, ubicada en el corregimiento El 
Palo, municipio de Caloto (Cauca), por parte de un grupo de individuos que portaba armas de 
uso privativo de las fuerzas armadas, que finalmente se estableció pertenecían a la Policía 
Nacional, ocurridos estos hechos el 16 de diciembre de 1991, entre las 9:00 y 9:30 de la noche, 
cuando 20 indígenas de la comunidad Guataba, resguardo de Huellas, fueron abordados por un 
número indeterminado de individuos, que portaban armas de uso privativo de las fuerzas 
armadas, los reunieron y les incendiaron sus ranchos , las hicieron tender bocabajo en el suelo, y 
los ejecutaron. La masacre la ordeno uno de los socios de la empresa que había adquirido la 
hacienda El Nilo y participaron civiles y miembros de la Policía Nacional acantonados en 
Santander de Quilichao. (Sentencia, 2014). 
 
Desde el punto de vista factico, el 16 de diciembre de 1991 , entre las 9:00 y 9:30 de la noche, 
un número no determinado de individuos, portando armas de uso privativo de las fuerzas 
armadas, arriba al lugar, reúne a la comunidad, incendia los ranchos que habitaban, tiraron en el 
suelo bocabajo a las víctimas y las ajusticiaron, se tuvo conocimiento la masacre la ordeno uno 
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de los socios de la empresa que había adquirido la hacienda El Nilo y en ese hecho criminal 
participaron civiles y miembros de la Policía Nacional destacados en Santander de Quilichao. 
Para efectos de imputación de responsabilidad estatal, el Consejo de Estado no duda de la 
responsabilidad de la Nación en la muerte de los veinte indígenas, pues no encontró fundamentos 
probatorios para dudar de esa responsabilidad, especialmente por mediar una decisión de la 
Comisión IDH, que vincula definitivamente al Estado, con fundamento en el artículo 50 de la 
Convención Americana de Derechos Humanos, declarando la responsabilidad del Estado por 
este hecho, sumado a que la Nación-Ministerio de Defensa, Policía Nacional concilió su 
responsabilidad en los hechos y concilio con los demandantes en acuerdos que casi todos aprobó 
el Tribunal Administrativo del Cauca, por cumplir los requisitos de declaratoria de 
responsabilidad, y para el caso de estudio se aplicó el régimen de responsabilidad contenido en 
el artículo 90 de la Constitución Política. 
 
Otro nuevo caso de ajusticiamiento por parte del Ejército Nacional se narra a continuación, 
en sentencia radicado No. 50001-23-31-000-1997-05523-01 (24724), de junio 26 de 2014, donde 
fue condenado el Estado por responsabilidad estatal. El 30 de julio de 1994, Nelson Enrique 
Neusa Cortés y Merardo Neusa Pachón, de 19 y 37 años de edad, en compañía de Edilberto 
Patiño, fueron muertos por el Ejército Nacional, al ser presentados como guerrilleros ultimados 
en combate con el frente 40 de la guerrilla de las FARC, en la vereda “La Cristalina” del 
municipio de Mesetas – Meta. 
 
Los hechos que dieron píe para iniciar la demanda administrativa ocurrieron el 30 de julio de 
1994, Nelson Enrique Neusa Cortés y Medardo Neusa Pachón, y Edilberto Patiño, fueron objeto 
de falso positivo por el Ejército Nacional, pues luego de ser asesinados fueron presentados como 
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guerrilleros dados de baja en combate contra el frente 40 de la de las FARC, ocurrido en la vereda 
“La Cristalina” del municipio de Mesetas –Meta–. Tal afirmación del organismo castrense fue 
desvirtuada ante el Consejo de Estado, que considero el daño le competía al Ejército Nacional, 
mediante el título de imputación de falla del servicio, argumentando los campesinos fueron 
ejecutados extrajudicialmente por el ejército, en la misma zona donde combatían con la guerrilla, 
porque se demostró las víctimas eran campesinos y no guerrilleros como los presentaron, y que 
fueron ejecutados en situación de indefensión, conforme lo demostrado por las heridas recibidas 
y en las circunstancias en que fueron dados de baja. 
 
A continuación, se reseña la Sentencia, 41001-23-31-000-1993-07386-00 (28075), de la 
Sección tercera, de fecha 30 de Abril de 2014, donde se plantea otro caso de ejecución 
extrajudicial, donde el Consejo de estado condena a la nación por responsabilidad administrativa 
del Ejercito Nacional, al cometer otro falso positivo contra dos campesinos en la vereda 
“Mármol” del municipio de San José de Isnos, Huila. El 18 de marzo de 1993 Martín Gildardo 
Argote de 24 años de edad, y Henry Sapuyes Argote de 20 años de edad, fueron ultimados por 
el Ejército Nacional, los presentaron como guerrilleros dados de baja durante un combate con el 
décimo tercer frente de las FARC, supuestamente ocurrido en la vereda “Mármol” del municipio 
de San José de Isnos, Huila. Posteriormente se determinó que no eran guerrilleros sino 
campesinos conocidos por personas de la región. (Sentencia, 2014). 
 
Una vez establecido que las víctimas no eran guerrilleros sino campesinos de la región, para 
el Consejo de Estado se demostró la falla del servicio por cuenta del Ejército Nacional, que 
ejecuto extrajudicialmente a los campesinos pobladores del área en el cual no se demostró la 
ocurrencia de combates con la guerrilla. Tal ajusticiamiento se probó con las características de 
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las heridas, porque fueron disparos a corta distancia y el resto de indicios arrimados al proceso. 
 
La sentencia más reciente escogida para análisis de responsabilidad estatal por falsos 
positivos, fue emitida el 31 de mayo de 2016 por el Consejo de Estado, Radicación número: 
05001-23-31- 000-2006-00039-01(38757), donde se indica que el 3 de julio del 2004, Óscar 
Alonso Salazar Aristizábal fue retenido por miembros del Ejército Nacional, falleció por las 
heridas recibidas por disparos de arma de fuego. El 4 de julio del 2004, los militares presentaron 
su cuerpo como guerrillero muerto en combate, en el municipio de Granada (Antioquia). 
(Radicación, 2016). 
 
Así pues, es otro caso más de falso positivo o ejecución extrajudicial por cuenta de las fuerzas 
militares. La víctima fue sacada de su lugar de trabajo por el Ejército, retenida, sindicada de ser 
guerrillero y al día siguiente de su aprehensión apareció muerto. Para el caso, los fundamentos 
que soportaron la declaratoria de responsabilidad estatal por el Ejército Nacional para el Consejo 
de Estado fueron esencialmente que la muerte de Óscar Alonso Salazar Aristizábal ocurrió como 
ejecución extrajudicial, una clara violación del derecho a la vida, así como también una 
infracción grave al derecho internacional humanitario. En este caso, la vida como derecho 
esencial de pleno goce pleno garantiza el disfrute de los demás derechos, frente a la cual el Estado 
está obligado a no privar arbitrariamente de la vida a ninguna persona como obligación 
negativa); y para asegurar el libre y pleno ejercicio de los derechos, debe tomar medidas para 
preservarla, como obligación positiva. Para este asunto, el Ejército Nacional infringió el 
principio de protección de la población civil, prescrito por el derecho internacional humanitario, 






Otra sentencia emitida dentro del caso de Adrián Vélez Londoño por falso positivo, empleo 
el título de falla en el servicio, atribuyendo responsabilidad al Estado por la omisión e inactividad 
de las Fuerzas Militares, Ejercito Nacional por incumplimiento de los deberes de protección de 
la dignidad humana, vida, protección y seguridad e integridad personal de la víctima, lo 
desprotegieron población civil, al desparecerlo y darle muerte en forma ilegal, porque 
desarrollaron el operativo militar mediante una acción deliberada, arbitraria, desproporcionada 
y violatoria de los estándares de protección mínima a miembros de grupos armados insurgentes 
y del Ejército Nacional, “falsas e ilegales acciones so pretexto del cumplimiento de los mandatos 
constitucionales”, que distorsionan, deforman y llegan a vulnerar el orden constitucional y 
democrático, cuestionando la legitimidad de las fuerzas militares, pues tienen obligación de 
seguridad y protección de la población civil en los artículos 1, 2, 217, inciso 2º de la Carta Política 
de 1991. Estas se amplían en el artículo 93 constitucional, y se les exige deberes positivos de 
derecho internacional humanitario y del derecho internacional de los derechos humanos, son 
actos de lesa humanidad que comprometen al Estado y que violan aquellos sistemas de derecho 
internacional y el ordenamiento constitucional nacional. (Radicación, 2015). 
2.5 Jurisprudencia internacional 
 
Como se ha venido explicando, en los casos donde el Estado colombiano, a través de su justicia 
administrativa se muestra incompetente para sancionar la conducta desviada de sus agentes 
contra la ciudadanía, son los organismos internacionales los encargados de imponerle sanciones, 
para resarcir los perjuicios de las victimas ocasionados por los agentes estatales. Prueba de las 
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sentencias traídas a colación, emitidas por varios organismos de justicia internacional en materia 
de derechos humanos, y por cuenta de falsos positivos y detenciones arbitrarias ocurridos en el 
territorio nacional, que a continuación se reseñan. La primera de ellas se emite por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, en el Caso Caballero Delgado y Santana Vs. Colombia, 
de fecha 8 de diciembre de 1995, la cual se extracta así: 
 
En esta sentencia, el 7 de febrero de 1989, en la vereda Guaduas, jurisdicción del Municipio 
de San Alberto, Departamento de Cesar, Isidro Caballero Delgado y María del Carmen Santana 
fueron capturados por una patrulla militar del Ejército de Colombia de la base militar Líbano, 
(jurisdicción de San Alberto, adscrita a la Quinta Brigada con sede en Bucaramanga, 
supuestamente por la activa participación de Isidro Caballero Delgado como dirigente sindical 
del magisterio santandereano desde hacía 11 años.. (CidH, 1995, P. 2) 
 
En este asunto, la Corte encontró que el 7 de febrero de 1989, en la vereda Guaduas, 
jurisdicción del Municipio de San Alberto, Cesar, Isidro Caballero Delgado y María del Carmen 
Santana fueron capturados por el Ejército Nacional, en la base militar Líbano de esa jurisdicción 
de San Alberto, adscrita a la Quinta Brigada con sede en Bucaramanga, Aquí se trata de una 
detención arbitraria, y se dice de su desaparecimiento y muerte presunta, y como argumentos 
para condenar a la nación considero la violación a los derechos a la libertad personal y a la vida 
de los artículos 7 y 4 y el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
hace responsable al país de continuar los procedimientos judiciales por la desaparición y 
presunta muerte de las víctimas y su respectiva sanción conforme al derecho nacional. En este 
caso, si bien no se dice expresamente la ocurrencia de un falso positivo, se presume el mismo 
por la desaparición de los afectados y que por el modus operandi del ejército en estos casos, lo 
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más seguro es que se haya consumado su ejecución extrajudicial, la que se corroboraría con la 
aparición de los cadáveres, lo que da cuenta de los continuos abusos que en la época cometían 
las fuerzas militares de Colombia. 
 
La siguiente es una decisión de la Corte Penal Internacional, de fecha noviembre de 2012, 
donde reconoce la existencia de falsos positiva, pero en cantidad enorme, por tanto, este es un 
fallo trascendental en la materia porque se está fallando por un grupo grande de víctimas. Se 
dice que miembros de las fuerzas armadas, dieron muerte intencionalmente a miles de civiles 
para demostrar éxito en el conflicto armado interno y recibir incentivos monetarios estatales. 
Alterada la cadena de custodia de la escena del delito, los civiles ejecutados se reportaron como 
guerrilleros muertos en combate. Se indica en el fallo que estas ejecuciones conocidas como 
“falsos positivos”, datan de los años ochenta, se intensificaron entre 2004 al 2008. Se conoce que 
estos asesinatos los perpetraron miembros de las fuerzas armadas que operaban conjuntamente 
con paramilitares y civiles, atacando a la población civil en diferentes partes de Colombia, 
muchas veces. antecedidos por detenciones arbitrarias, torturas y otras formas de malos tratos. 
(CidH, 1995, PP. 3-4). 
Esta sentencia hita de la Corte Penal Internacional se ocupa de señalar que presuntamente, 
miembros de las fuerzas armadas colombianas como actores estatales, han asesinado intencional 
y premeditadamente a miles de civiles, para demostrar su éxito militar dentro del escenario del 
conflicto armado interno, y de esta forma lograr incentivos monetarios precisamente con fondos 
estatales. Explican que alteran la escena del crimen, para reportar posteriormente a los civiles 
ejecutados como guerrilleros muertos en combate. Consideran que tales ejecuciones 
extrajudiciales conocidas como “falsos positivos”, tienen su inicio en los años ochenta y se 
incrementaron de 2004 al 2008. Analizan que tales asesinatos los perpetraron las fuerzas 
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armadas que ocasionalmente actuaban conjuntamente con paramilitares y civiles, para atacar la 
población civil en diferentes partes de Colombia y en muchos de los casos precedieron por 
detenciones arbitrarias, torturas y otras formas de maltrato a sus víctimas. 
 
En esa medida, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, de fecha 31 de diciembre 
de 2013, hace hincapié en el tema de los falsos positivos, indicando que, desde hace varios años, 
la Comisión conoce la continua perpetración de ejecuciones extrajudiciales por miembros de las 
fuerzas de seguridad del Estado., hecho intensificado en la última década, trascendiendo como 
“falsos positivos”, o ejecución extrajudicial de civiles para presentarlos como bajas en combate. 
(Comisión Interamericana de Derechos Humanos OEA, 2013). 
 
Por cuenta de este fallo de derecho internacional, se informa que es de vieja data la información 
llegada a la Corte, sobre la continua comisión de ejecuciones extrajudiciales por miembros de 
las fuerzas de seguridad del Estado, situación que agravo la última década, mediante la figura 
conocida como “falsos positivos”, o ejecución extrajudicial de civiles para luego ser presentados 
como bajas en combate, lo que indica que este organismo de derecho internacional tiene 
conocimiento hace mucho tiempo de la ocurrencia de este tipo de conductas punibles al interior 
del territorio colombiano, y no es extraño que tome cartas en el asunto y emita sanciones contra 
el Estado colombiano por la comisión de tales hechos. 
Dentro del caso Villamizar Durán Y Otros vs. Colombia, en resolución de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, de fecha de 06 de octubre de 2017, si bien no se 
pronuncia sobre la responsabilidad estatal en materia de falsos positivos, dentro de un trámite 
probatorio reconoce su existencia, indicando que la declarante propuesta trabajó más de diez 
años en la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Defensa Nacional como asesora, 
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coordinadora y Directora, participó en la formulación de iniciativas estatales para prevenir y 
erradicar las ejecuciones extrajudiciales, denominadas como ‘falsos positivos’, por lo cual debe 
ser evaluada la idoneidad profesional de la testigo integralmente y no por el cargo desempeñado. 
(Villamizar Duran Vs Colombia, 2017). 
 
En tal sentido, la Corte es enfática en señalar que una declarante dentro del proceso, trabajó 
mucho tiempo en la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Defensa Nacional como 
asesora, coordinadora y Directora, participando en el diseño y construcción de estrategias 
estatales para prevenir y erradicar las ejecuciones extrajudiciales, conocidas como ‘falsos 
positivos’”, por lo cual evalúa su idoneidad profesional en forma integral” y no por el cargo que 
desempeño, de donde se colige que si un funcionario de ese rango adscrito al Ministerio de 
Defensa se encargó del tema de los falsos positivos o ejecuciones extrajudiciales, es porque el 
mismo Estado a través de ese ministerio es consciente del problema tan grave que representan 
los falsos positivos y toma acciones concretas para evitarlo, lo cual está reconociendo 
responsabilidad en los mismos. 
 
Por otro lado, no se reconoce como caso jurisdiccional, un informe de la Corte Penal 
Internacional resaltando el reporte sobre casos de falsos positivos, en donde indica que uno de 
los puntos más importantes del reporte se trata de la calificación jurídica hecha por la Fiscalía a 
los “falsos positivos”, indicando que en el análisis de los elementos que hacen parte del contexto 
de los crímenes de lesa humanidad, hay “fundamento razonable” para determinar que se 
cometieron sistemática y generalizadamente como política Estatal, la cual solo es necesario la 
conciban y adopten a nivel regional o local. Este examen no se hace generalmente con esa 
profundidad en la etapa procesal de la situación colombiana, es a futuro un punto de referencia 
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obligatorio en la discusión interna del tema y es el primer pronunciamiento oficial de derecho 
penal internacional donde se fija una posición clara frente a discusiones técnicas, sin resolverse 




Luego del desarrollo de la presente investigación, se llega a sintetizar que es evidente la 
Responsabilidad del Estado Colombiano frente a las desapariciones extrajudiciales (Falsos 
Positivos)” en materia contenciosa administrativa, por cuanto el máximo tribunal contencioso 
administrativo, Consejo de Estado, ha encontrado méritos suficientes para declarar probada la 
responsabilidad de la nación en los hechos aludidos 
Ello se refleja en varias condenas que en tal sentido ha emitido esa jurisdicción, 
precisamente en razón a demanda interpuestas por familiares de las víctimas de esos crímenes 
de lesa humanidad, y donde se ha condenado al Estado a indemnizar económicamente a los 
demandantes. Tómese como ejemplo un par de decisiones judiciales que fueron analizadas en el 
texto del documento, entre ellas el fallo radicado 17001-23-31-000-2009-00212-01(52892), de 
fecha 7 de septiembre de 2015, donde ese tribunal de cierre, luego de profundas argumentaciones 
que demostraron el Estado en su posición de garante, incumplió por acción u omisión de sus 
agentes, los fines de protección y primacía de la defensa de todos, de la dignidad humana, la 
vida, el derecho a la igualdad material y seguridad e integridad personal de la víctima, al ejecutar 
los militares de las tropas Arpón 4 y Esparta 6 la estrategia sistemática destinada a identificar 
ilegalmente a Adrián Vélez Londoño y posteriormente darle muerte haciéndole pasar como 
guerrillero, hecho cuestionado por autoridades nacionales e internacionales, lo que conllevo a 
condenar por perjuicios morales, a los familiares de la víctima, más el reconocimiento público 
por parte de autoridades militares de dicha responsabilidad, más la garantía de no repetición y 
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la compulsa de copias a la fiscalía y la procuraduría para las investigaciones penales y 
disciplinarias pertinentes. 
Otro fallo del Consejo de Estado igualmente representativo de responsabilidad estatal 
frente al tema de falsos positivos, donde la nación resulto vencida y debe responder ante los 
familiares de las víctimas, es la Sentencia expediente: 21 630 , Radicación: 19001-23-31-000- 
1993-00400-01, de la Sección Tercera, Subsección “B” , 26 de Junio de 2014, entre otras tantas 
que se tomó como modelo, donde también el Consejo de estado con argumentos más o menos 
parecidos, condena a la nación al pago de perjuicios morales y lucro cesante a favor de las 
víctimas. 
De lo reseñado de las dos sentencias, que en el cuerpo de estas investigación se examinan 
más, se colige que el Estado ha sido encontrado culpable de responsabilidad estatal, por cuenta 
de sus agentes, especialmente militares en servicio activo, por haber perpetrado la conducta 
denominada “falso positivo” en quienes fueron víctimas de la misma, luego de realizar en forma 
totalmente irregular e ilegal, violado incluso la normatividad penal y cometiendo delitos, al 
retener, secuestrar, torturar y dar muerte a civiles inocentes, para luego hacerlos figurar ante los 
medios de comunicación como bajas en combate o delincuentes comunes o guerrilleros, cuando 
realmente se trataba de víctimas inocentes y sin ningún fundamento para que fueran señaladas 
de subversivos o criminales. 
Los denominados falsos positivos según la comunidad internacional y los organismos de 
derechos humanos y de derecho internacional humanitario, son delitos de lesa humanidad, por 
tanto, el Estado está llamado a responder, porque sus servidores oficiales, en especial de las 
fuerzas militares, se sustrajeron de su obligación de proteger la honra, vida y bienes y dignidad 
de los colombianos. 
76 
 
En el marco del Conflicto Armado colombiano, los falsos positivos se han venido 
presentando desde la décadas de los años noventa, pero de acuerdo con publicaciones de 
investigaciones universitarias, tales como “Política de Seguridad Democrática y las Ejecuciones 
Extrajudiciales (Cárdenas Ernesto, Villa, Edgar) y “Guerra, Mentira y Política: Los Casos de 
“Falsos Positivos” en el Contexto Colombiano” (López Rincón José Hilario), se comenzaron a 
exacerbar e incrementar inusitadamente durante los años de mandato del ex presidente Álvaro 
Uribe Vélez, entre 2002 a 2010, como respuesta a la denominada Política de Seguridad 
Democrática, donde tras la obtención de incentivos monetarios, se mostraban como resultados 
militares de su lucha armada contra la guerrilla a cadáveres de personas inocentes que hacían 
pasar como guerrilleros dados de baja o delincuentes. 
 
Las estadísticas oficiales y de organismos internacionales hablan de un incremento tanto 
de falsos positivos como de guerrilleros muertos en combate en esas fases de gobierno en 
Colombia, pues se dice de más de 5.000 falsos positivos, cifra que incluso puede ser cerca de 
10.000, si se tiene en cuenta la información extraída por el diario inglés The Guardián, del libro 
Ejecuciones extrajudiciales en Colombia 2002-2010, curiosamente escrito por dos ex coroneles 
de la policía Omar Eduardo Rojas y Fabián Leonardo Benavides, según lo han manifestado 
muchos de ellos hoy sin castigo y en la total impunidad, pues desde el punto de vista dogmático 
jurídico penal la conducta como tal no está tipificada como delito, y la Corte Suprema de Justicia 
la ha decantado como homicidio con fines terroristas. 
La violencia desatada al interior del conflicto armado colombiano durante más de 50 
años de confrontación, ha sido factor catalizante para que se pudieran en su momento histórico 
llevar a cabo este tipo de actividades ilegales de desapariciones y ejecuciones extrajudiciales, y 
lo que es peor ejecutadas por actores del mismo Estado como reflejo de violencia paraestatal y 
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sin que los controles en la materia fueran totalmente efectivos, tanto que desde antes de la primera 
década del siglo, los mecanismos de justicia colombianos vienen siendo motivo de observación 
por la Fiscalía de la Corte Penal Internacional, organismo al que le preocupa la impunidad y falta 
de castigo a estos delitos. Han sido muchos los sonados casos en el tema de falsos positivos, 
tanto que organismos internacionales comenzaron a cuestionar la verdadera intervención del 
sistema de justicia nacional y que según información reciente a la que se le ha dado despliegue 
en los medios de comunicación nacionales, se pretende minimizar el daño ocasionado a las 
víctimas, en la medida que se acogieron a la Justicia Especial de Paz varios de los militares 
responsables de esos delitos de Lesa humanidad, precisamente con el fin de evadir las altas penas 
que les fueron impuestas por la justicia ordinaria. 
 
No obstante, el Consejo de Estado ha venido desarrollando como régimen de imputación 
en este tipo de temas y ha fijado como posición doctrinal congruentes el de la Falla probada del 
servicio, titulo el cual se comprueba cuando al ejecutarse la ejecución extrajudicial de personas 
civiles  inocentes, luego aparecen como guerrilleros dados bajas en combate o como 
delincuentes, se reprocha tal conducta frente a las obligaciones del Estado de protección de la 
vida, la honra, los bienes, la dignidad y la integridad de los ciudadanos conforme los artículos 
1, 2, 217, inciso 2º de la Carta Política de 1991, es un delito de lesa humanidad y una acción 
deliberada, arbitraria, desproporcionada y violatoria de los estándares de protección mínima a 
miembros de grupos armados insurgentes y del Ejército Nacional, hecha bajo excusa de cumplir 
mandatos constitucionales”, cuestionan la legitimidad de las fuerzas militares, exige deberes 
positivos de derecho internacional humanitario y del derecho internacional de los derechos 





En ese sentido, lo que se propone desde el punto de vista investigativo, dada la gran 
trascendencia de los falsos positivos en el tema de derechos humanos e internacional 
humanitario, que ha propiciado durísimos cuestionamientos de la comunidad internacional por la 
falta de acción judicial y sanción estatal, es urgente revisar el asunto, y especialmente hacer una 
purga al interior de las fuerzas militares, procurando separar del servicio a aquellos que hayan 
estado investigados y procesados por este tipo de conductas, en revisar quienes fueron los 
autores del proyecto de recompensas por bajas en el servicio y tratar de establecer su grado de 
responsabilidad en la materia. Asimismo, se sugiere una permanente y profunda capacitación y 
actualización dentro de las fuerzas militares por el manejo del respeto de los derechos humanos, 
en donde una óptima calificación en el desempeño y respeto de los mismos sea obligatoria para 
la permanencia en el servicio. 
 
En lo que respecta a los sistemas de reparación a las víctimas, estos no solo deben insistir 
en los parámetros de derecho a la justicia, a la verdad, y a la no repetición, y en lo que respecta 
a la reparación, no debe jamás ser simbólica, sino adecuada y proporcional a las lesiones y daños 
sufridos. No es posible que se establezcan ciertos tipos de estratos discriminatorios respecto a 
las víctimas, las cuales se deben indemnizar pecuniariamente, baste con que acredite su 
condición de víctima, sin importar la fecha en la cual fue objeto del daño por cuenta del hecho 
criminoso. Debe tenerse en cuenta especialmente que la víctima sufre un daño que ni siquiera 
con demostrarse que los derechos a la justicia, a la verdad, a la reparación y a la no repetición 
garantizan que sean resarcidos plenamente de las agresiones de que fueron objeto y que 
automáticamente las cosas vuelvan al estado anterior en que se encontraban antes de los hechos 





Se propone como mecanismo para tratar de mejorar la situación de responsabilidad de 
falsos positivos en Colombia, prestarle una especial atención a los procesos que actualmente 
están radicados ante la Justicia Especial de Paz, porque es notorio que se está facilitando el 
escenario para que esta serie de crímenes de lesa humanidad queden impunes, porque conforme 
a lo que se ha venido expresando a lo largo de este trabajo teórico, los familiares de los muertos 
por estas conductas tienen derecho a conocer la verdad de los hechos en que sus deudos 
perdieron la vida a manos de agentes estatales, tienen igualmente derecho a que se haga justicia 
y la falta cometida por sus agresores no quede en la impunidad, la cual sería evidente si son 
sentenciados a penas de 8 años o menos, tal como está estructurada la Jurisprudencia Especial 
para la Paz - JEP y se le estaría dando un tratamiento jurídico interno a un delito de lesa 
humanidad, tienen igualmente derecho a la reparación, pero un una simple reparación 
económica, ella tiene que ser equivalente al perjuicio recibido, el cual dicho sea de paso es 
irreparable y con dinero no se compensa la muerte de un ser querido y finalmente a que no se 
repitan los hechos que dieron lugar a la muerte de sus familiares y a la acción de reparación 
estatal y jurídica penal a consecuencia de estos hechos luctuosos. 
 
Debe ser robustecido el Sistema Nacional de Atención y Reparación a las Victimas, 
porque a la fecha  muchos procesos de indemnización están atrasados y truncados por demoras 
de tipo administrativo y en espera de los resultados judiciales, porque para que se haga realidad 
los cuatro ítems que comprenden esencialmente los derechos de las víctimas en la materia, se 
necesita un funcionamiento mancomunado y coordinado del aparato judicial y los organismos 
administrativos encargados de manejo de temas de víctimas. No puede transitar por un lado los 
procesos judiciales y por otro los trámites administrativos, ello implica entonces considerar este 
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tema como de vital importancia dentro de la reforma a la justicia que ha sido ya tema de campaña 
política presidencial, por tanto el descubrir quiénes fueron los responsables de tamaña cantidad 
de falsos positivos, que tienen en la picota publica el libre ejercicio de derechos humanos e 
internacional humanitario, debe ser una política pública prioritaria, que además se enfoque hacia 
el logro de los restantes derechos que soportan las cuatro bases que son pilares en este tipo de 
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